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Rasgos generales

En el afio 2007, afio final de la VI legislatura autondmica y octavo de anda-
dura del Gobierno de coalicién PSOE-PAR, la actividad institucional en la
Comunidad Auténoma se ha centrado en la recepcién de la reforma del Estatuto
de Autonomia (realmente, un incontrovertido, pragmatico y altamente respalda-
do nuevo texto) y en el proceso electoral autonémico, que en poco ha transfor-
mado el panorama institucional aragonés al haberse reeditado, ya por tercera vez,
el pacto de gobierno socialista-aragonesista. Las elecciones resultaron también en
un mantenimiento generalizado del stat# guo en las entidades locales aragonesas,
de modo que el PSOE refuerza su hegemonta, gracias a sus alianzas puntuales con
todos los demis partidos en instituciones locales (diputaciones provinciales y con-
scjos comarcales) y a pesar del estrechamiento de distancias con el PP en las capi-
tales de provincia.

Como es propio de un fin de legislatura, ha concluido el calendario legislati-
vo, habiéndose aprobado pocas leyes, de las que sélo la mitad pueden ser califi-
cadas de sustanciales. Otros proyectos legislativos de mayor entidad (sobre todo,
el de urbanismo y el de ordenacién del territorio) han quedado en espera de un
nuevo momento parlamentario, aunque si cabe destacar en el émbito de la pro-
duccién normativa el estreno de la nueva posibilidad estatutaria de la figura del
Decreto-ley. En efecto, se ha ensayado esta habilitacién resultando en la pro-
mulgacién de una genuina norma de urgencia (para paliar el desbordamiento del
Ebro) cuyos efectos pricticos (las indemnizaciones) se hicieron esperar varios
meses, paradéjicamente. Por su parte, el segundo Decreto-ley (para la adaptar el
ordenamiento urbanistico aragonés a la nueva Ley de suclo) trajo consigo una
breve polémica en torno al alcance de la intervencién autondémica en el ambito
municipal —zaragozano- de potestades urbanisticas, tratindose en realidad de
una genuina reforma de la legislacién urbanistica que trasciende a una mera adap-
taci6n de urgencia.

En general, se puede afirmar que la Comunidad Auténoma es un producto
suficientemente maduro en el contexto del Estado autonémico, como lo demues-
tra la normalidad de sus relaciones institucionales: ya se ha cerrado el cronogra-
ma de transferencias de competencias resultante del Estatuto de 1982 (Admi-
nistracién de justicia); la actividad cooperativa, bilateral y multilateral, en todos los
niveles institucionales de la Comunidad es intensa; la suma de normas de derecho
propio forma ya un sistema articulado, que ha permitido incluso al Tribunal Supe-
rior de Justicia estrenarse en su funcidn casacional de derecho piblico... Légica-
mente, el panorama institucional no estd exento de disfunciones y problemas,
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pudiéndose sefialar grosso modo el déficit de infraestructuras viarias como la cues-
tién fundamental de la Comunidad, cuestién que por si sola no puede resolver.

En general, es el capitulo de lo hidréulico el que sigue generando cierta desazén
en la Comunidad, debido a las demoras e incertidumbres que penden sobre las
infraestructuras largamente reivindicadas por y en Aragén. A pesar de los avan-
ces sobre el papel, el bajo ritmo de ejecucién de las principales obras del Pacto
del Agua llegé a provocar un efimero incidente entre el consejero de Agricultura,
y la ministra de Medio Ambiente, saldado cortésmente por su protagonista auto-
némico. Las cuestiones hidriulicas han estado bien presentes en la arena ]UI’IS-
diccional constitucional tras las elecciones de mayo: la fallida (pero en la prictica
ex1tosa) impugnacién de la reforma del Estatuto valenciano, y la sorpresiva impug-
nacién riojana de la recién estrenada reforma aragonesa. Asimismo, no se han veri-
ficado avances sustanciales en el resto de puntos de friccidn institucional que la
Comunidad aragonesa mantiene con la catalana (la retencién de las piczas de arte
sacro de las parroquias de] Aragén oriental y el bloqueo al funcionamiento del Pa-
tronato del Archivo de la Corona de Aragdn, precisamente constituido este afio)
y con el Estado (la reclamacién de la «deuda por las mermas tributarias»).

En clave estrictamente interna, es digno de resefia el preocupante aumento del
ntmero y dimensién presupuestaria de las empresas ptblicas dependientes del Go-
bierno autonémico y la consiguiente resistencia del Gobierno al control parla-
mentario de la actividad de dichas empresas.

A continuacién se desarrollan los aspectos mds destacados de la acthldad ins-
titucional autondémica en 2007.

Reforma del Estatuto de Autonomia. E123 de abril veia la luz en el Boletin Ofi-
cial de] Estado, entrando en vigor ese mismo dia (la festividad autonémica por
antonomasia) la Ley Orgénica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de
Autonomia de Aragon. En aras a la brevedad exigida en este Informe general, y
dado que en el Informe de 2006 se dio cuenta resumida de las novedades intro-
ducidas por la propuesta de reforma, que han variado imperceptiblemente res-
pecto al texto definitivo, se remite desde aqui al exhaustivo andlisis realizado por
José Tudela Aranda, publicado en las péginas 89-146 del niimero 30 de la Revista
Aragonesa de Administracion Piblica y titulado «A modo de aproximacién al
Estatuto de Autonomia de Aragén de 23 de abril de 2007. El nuevo Estatuto en
el Estado desconcertado».

No obstante, parece oportuno referirse a la tramitacién del Estatuto en las Cor-
tes Generales, marcada por la celeridad, el consenso y la subversién del orden par-
lamentario previsto para su aprobacién. En cuanto a la rapidez, baste contemplar
los siete meses transcurridos —vacaciones parlamentarias incluidas— desde la toma
en consideracién por el Congreso de los Diputados en octubre de 2006 y la apro-
bacién definitiva en abril de 2007. En cuanto al respaldo politico, cabe recordar
el hecho de que se trate de la primera reforma estatutaria suscrita por el PP en
una Comunidad gobernada por el PSOE, el apoyo del Ejecutivo estatal al pro-
ceso y el alto grado de consenso alcanzado por las fuerzas politicas, manifestado
en un claro escenario de voto favorable en las Cortes Generales a diferencia de
los otros textos de reforma estatutaria precedentes (el texto obtuvo 296 votos a
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favor, 13 abstenciones ~ERC, BNG, ICV y Nafarroa-Bai- y el unico voto en
contra de CHA en el Congreso de los Diputados; y 223 votos a favor y 5 abs-
tenciones de ERC en el Senado).

Pero, indudablemente, el aspecto mis digno de nota es la elevacién de grado
de la Comunidad Auténoma, reflejada en la aplicacién del procedimiento de
reforma estatutaria correspondiente a los Estatutos aprobados en su dia por la via
del articulo 151 de la Constitucidn, la llamada «via ripida». Con ello, se posibi-
lit6 la designacién de una ponencia por parte de las Cortes de Aragén para nego-
ciar las enmiendas al proyecto. Esta suerte de negociacién bilateral en las Cortes
Generales homogeneiza a los Estatutos de Autonomia con independencia del fun-
damento constitucional con el que fueron aprobados originariamente, y refuerza
su caricter paccionado, relegando a la Ley Orgénica que los vehicula a un rol me-
ramente instrumental.

El caso es que el nuevo Estatuto de Autonomia apura, sin agotarlas, las posi-
bilidades de desarrollo autonémico dispuestas por la Constitucién: reduce los
midrgenes competenciales que ya quedaron minimos tras la reforma de 1996 y
alumbra un futuro calendario legislativo cifrado en nada menos que cuarenta
normas. En el debe del Estatuto cabe apuntar la ausencia de compromisos finan-
cieros del Estado para con la Comunidad Auténoma, asi como la de esfuerzo
alguno de divulgacién del texto, ni siquiera con ocasién de la campaiia de las elec-
ciones autonémicas de 2007, A pesar de ello, sus impulsores alaban su pragma-
tismo y equilibrio, en linea con la posicién que la Comunidad Auténoma aspira

a ocupar en la actual configuracién del Estado autonémico, mientras que sus
detractores reprochan su tono conformista... Por lo demds, la aprobacién del
nuevo texto estatutario ha motivado las impugnaciones de las Comunidades
valenciana y riojana, de cuyos motivos se da cuenta mds adelante en el apartado
dedicado a la conflictividad constitucional.

Infraestructuras. Persiste el abandono del proyecto de reapertura del tinel de
Canfranc, hasta el punto de que las autoridades regionales aquitanas parecen
haber atcmpcrado su apasionada politica a favor de la misma, la cual llegé a
cifrarse —por la parte francesa— en unos 220 millones de curos, estiméndose la via-
bilidad de su gestién a partir de 1,5 millones de toneladas de carga transportada.
En cfecto, el Gobierno francés sigue sin replantearse el proyecto, tras reconocer
el subprefecto de Oloron que los créditos previstos para el ferrocarril fueron
trasladados a las obras de la carretera que enlaza Pau con el tinel del Somport
por el valle del Aspe, y cuya reclamada mejora avanza con paso extremadamen-
te lento a la luz de los cierres intermitentes del paso subterrdneo, debido a las
estrictas medidas de seguridad adoptadas con el trdnsito de mercancias peligro-
sas. Por si fuera poco, la financiacién de la reapertura por la parte francesa ha
pasado, cn el ya vigente contrato sexenal de plan entre el Estado y la Regién, de
ca. 50 millones de euros a sélo uno, dedicado a sufragar un estudio para analizar las
posibilidades de recuperacién de la linea mediante un sistema concesional. La dnica
novedad al respecto, desde la 6ptica de las instituciones espafiolas, viene constitui-
da por la adopci6n de una resolucién en el Congreso de los Diputados con motivo
del Debate sobre el estado de la Nacién a propuesta del diputado de CHA José
Antonio Labordeta, emplazando al Gobierno a incluir entre las prioridades de
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trabajo de los ejecutivos espaiiol y francés la necesidad de alcanzar acuerdos para
la reapertura de la linea de ferrocarril del Canfranc, la mejora de los pasos de
carretera existentes y la aceleracion de la puesta en marcha de un paso de Alta
Velocidad por el Pirineo central aragonés.

No mejor suerte ha corrido a lo largo de 2007 el otro gran proyecto de interco-
nexién con Francia, la Travesia Central Pirenaica (TCP), que quedd reflejado con
una mera expresién grafica (una flecha doble) en los anexos a la Comunicacién de
la Comisién de 21 de marzo de 2007 titulada «Redes transcuropeas: Hacia un en-
foque integrado». En particular, este proyecto no forma parte de ninguno de los
que integran el eje 3 (su eje natural: «eje ferroviario de alta velocidad del sudoes-
te europeo»), uno de los 30 grandes ¢jes de la red de comunicaciones transfron-
terizas de la Unién Europea. S se halla, por el contrario, incluido en el eje prio-
ritario 16 («cje ferroviario de mercancias Sines/Algeciras-Madrid-Paris»), pero
con una irrealizable fecha de finalizacién prevista (2020) y un inverosimil presu-
puesto de 5.000 millones de euros. Al parecer, la TCP es la gran competidora del
tinel de Canfranc en términos de prioridad politica de los gobiernos estatales y
regionales, ddndose el caso de que esta infraestructura ferroviaria se encuentra
plenamente apoyada por las autoridades regionales de Midi-Pyrenées, con las
que Aragén comparte interés en la conexién por el Tunel del Vignemale a dife-
rencia de cuanto sucede con el homélogo aquitano.

Finalmente, cabe dar cuenta de la inminente conclusién de la autovia hasta Va-
lencia, un eje de comunicacién largamente esperado en la Comunidad Auténo-
ma, asi como el inicio de las obras de la autovia entre Pamplona y Lérida, nueva
apuesta viaria para vertebrar el territorio aragonés mds alla del Valle del Ebro y
la conexi6n norte-sur. A estos avances en materia viaria se une la apertura del
acropuerto de Huesca, los planes de construccién del aerédromo de Teruel y la
ampliacién, modernizacién e incremento del tréfico en el acropuerto de Zarago-
za, a pesar del fracaso de algunas lineas recién estrenadas (por ejemplo, la opera-
da por la empresa ptiblica «Plaza Servicios Aéreos» entre Zaragoza y Toulouse).

Elecciones antondmicas. La Comunidad Auténoma afronté estas elecciones con
una reduccién total del censo de 2.822 votantes respecto a los comicios de 2003
(cuando tenfan derecho a voto 1.019.798 personas, frente a los actuales 1.016.976
votantes potenciales). La reduccién afectd a las tres provincias y a todas las co-
marcas excepto la de Valdejalén: Zaragoza perdid 284 votantes, Huesca 764 y
Teruel 1.774, si bien la estos descensos no se tradujeron en pérdida alguna de
representacién parlamentaria, al mantenerse la proporcién de diputados a las
Cortes de Aragén en 18 por la circunscripcién de Huesca, 14 por la de Teruel y
35 por la de Zaragoza. El operativo dispuesto por el Ejecutivo aragonés para
estas elecciones conté con un presupuesto de mas de 3 millones de euros, inclui-
das las subvenciones a los partidos.

Los resultados electorales, con un alto nivel de abstencién y una evidente ten-
dencia al bipartidismo (ya que los partidos nacionales encararon ¢l proceso como
un preludio de las elecciones generales de 2008) otorgaron una neta victoria al
PSOE aragonés, que ve afianzado su poder en la Comunidad a costa del patente
retroceso de CHA y del mantenimiento del voto de PP y PAR. El resultado asig-
naba 30 escafios al PSOE —igualando la cifra récord de 1991—, 23 al PP, 9 al PAR,
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4aCHA y1alU, de modo que Marcelino Iglesias sigue haciendo historia al pre-
sidir por tercera vez consecutiva la Comunidad Autdénoma, reeditindose la coa-
licién que ha unido con el PAR. José Angel Biel mantiene la tnica vicepresiden-
cia del Gobierno y su partido retiene el cotizado Departamento de Medio
Ambiente, responsable del Plan de Depuracién y, por ello, de la ejecucién de las
costosas obras hidraulicas de sancamiento exigidas por la normativa comunitaria,
aunque los aragonesistas debieron ceder al PSOE el revalorizado Departamento
de Servicios Sociales.

Elecciones locales. En estos comicios han proliferado las llamadas listas «fan-
tasma», es decir, las integradas por personas no vinculadas a la localidad en los
municipios poco poblados, fenémeno al que no ha sido ajeno ningin partido
politico: al menos dos centenares de candidaturas han sido asi completadas en
Aragén, con las miras puestas en la obtencién de escafios en las Diputaciones
provinciales. Zaragoza presenta dos focos principales de listas «fantasma»: los
partidos judiciales de Calatayud y de Daroca; mientras que en Huesca, la mayo-
ria de los casos de listas fantasma aparecen en pueblos de menos de 250 habitan-
tes, donde se eligen hasta cinco concejales por listas abiertas y es suficiente pre-
sentar un candidato por lista.

Otro aspecto curioso de estos comicios ha sido la incidencia en el espectro
electoral mun1c1pa1 del ingreso en la Unién Europea de Bulgaria y Rumania, a la
vista del elevado niimero de nacionales de dichos Estados que se encuentran resi-
diendo en Aragén. El caso es que entre el 9 y el 16 de abril, los inmigrantes ruma-
nos y biilgaros podian solicitar al Instituto Nacional de Estadistica la rectificacién
del censo para votar en las elecciones locales. Asi sucedié masiva ¢ intem-
pestivamente en el mun1c1p10 zaragozano de Ricla, en manos del PAR desde que
en 2005 una mocién de censura de PAR y PP derrocase al alcalde de CHA. La
inusual apertura de] ayuntamiento durante el fin de semana para tramitar casi 300
solicitudes de inclusién en el censo electoral de ciudadanos rumanos, y la afluen-
cia masiva de un cuarto de la poblacién total fordnea en apenas unas horas, fue-
ron denunciadas por CHA ante la Fiscalia de la Audiencia Provincial, a la Junta
Electoral y al Instituto Nacional de Estadistica.

Los resultados electorales han variado poco el panorama politico en las enti-
dades locales aragonesas. Ademds, la participacién en estas elecciones locales ha
sido seis puntos inferior a la registrada en 2003. Por encima de las cifras, dificiles
de interpretar en una Comunidad con las caracteristicas territoriales y demogré-
ficas de la aragonesa, cabe destacar una serie de hechos: el PSOE se ha revelado
como la fuerza dominante en las municipales, obteniendo mayorias absolutas o
relativas en uno de cada tres municipios de la Comunidad. Unos 350 municipios
estén gobernados por ¢l PSOE, lo que permite un control muy amplio de las
Diputaciones provinciales y de los Consejos comarcales. En cuanto a las capita-
les de provincia, la lista encabezada por Juan Alberto Belloch aumentaba su
representacién de 12 a 13 concejales, mientras que el ya alcalde Fernando Elboj
perdia la mayorifa absoluta en Huesca, y el aragonesista Miguel Ferrer, era inves-
tido alcalde de Teruel, tras intensas negociaciones, que han supuesto para el
PSOE el desgaste relativo de ver al PP s6lo un puesto por detrés en ¢l cémputo
nacional de capitales de provincia. A su vez, cabe constatar un timido ascenso del
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PP en capitales de provincia, pero su descenso a tercera fuerza politica en cém-
puto global, y su arrinconamiento en algunos municipios estratégicos donde era
el partido més votado pero sin mayoria absoluta. También es notable la caida
sufrida por CHA en votos y en representacién en las principales instituciones
aragonesas: es el partido més perjudicado en las urnas, con un derrumbe sin pre-
cedentes (en el Ayuntamiento de Zaragoza perdié la mitad de su representacién,
de 6 a3 ediles y de 9 a 4 diputados en el parlamento). El PAR consolida su repre-
sentacién en las principales instituciones, colocindose como tercera opcién en
numero de votos, logrando importantes avances en la provincia de Zaragoza, pri-
mera vez desde 1987 que los aragonesistas mejoran respecto de elecciones ante-
riores. IU recuperd presencia en Zaragoza y en Huesca y arrebaté al PP el Ayun-
tamiento de Alcaifiiz, el segundo en importancia de la provincia de Teruel.

Otro de los fenémenos curiosos lo constituye Ja inviabilidad del pacto inte-
gral entre las formaciones de gobierno autonémico, que no ha podido extender-
se a todas las instituciones de la Comunidad Auténoma. Los pactos postelecto-
rales siempre trastocan la foto fija resultante de las urnas, y la alianza PSOE-PAR
ha sido dificil de mantener en la constitucién de los 32 consejos comarcales,
donde se han producido extrafios pactos cruzados entre PSOE-CHA, PP-PAR
e incluso PSOE-PP, pactos vinculados a la obtencién de apoyos cruzados para el
gobierno de ciertos municipios estratégicos. Del mismo modo, tampoco se res-
pet6 el acuerdo sucrito a mivel federal entre PSOE e IU, que favorecia el apoyo
mutuo a la formacién mds votada de los dos.

Finalmente, la situacién en el Ayuntamiento de Zaragoza se resolvié con una
alianza con el PAR, todavia por debajo de la mayoria absoluta y, por lo tanto,
condicionada a apoyos puntuales de IU, CHA o incluso del PP. Con esta fér-
mula se reconcilian, aparentemente, los gobiernos municipal de Zaragoza y auto-
némico de Aragén, que tendria los mismos socios, con las miras puestas en una
futura ley de capitalidad, que ofrezca un tratamiento especial para Zaragoza.

Actividad legislativa

Las Cortes de Aragén han aprobado un total de nueve leyes a lo largo de 2007.
Tres de ellas se ocupan de la creacién de algunos colegios profesionales de 4mbi-
to autonémico (Bidlogos, Dietistas-Nutricionistas y Ortopédicos), dos gozan de
cardcter hacendistico (la Ley anual de presupuestos y su Ley «de acompafia-
miento»), y las cuatro restantes se dedican a regulaciones sustanciales (activida-
des feriales oficiales, juventud, prevencién y proteccién integral a las mujeres vic-
timas de violencia y modificacién de la ley de ordenacién y participacion en la
gestién del agua). A continuacién se ofrece un breve resumen del contenido de
las leyes més significativas.

Ley 1/2007, de 27 de febrero, de actividades feriales oficiales de Aragén. En
ejercicio de la competencia exclusiva en materia de ferias y mercados interiores
recogida en el ya periclitado Estatuto de Autonomia de 1982, y en reemplazo de
la regulacidn originaria contenida en el titulo IV de la Ley 9/1989, de 5 de octu-
bre, de ordenacidn de la actividad comercial de Aragén, modificada en 1999, la
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ley establece la nueva dlsc1p11na de las actividades feriales, 1mpulsando el prota-
gonismo y participacién de las empresas implicadas en la promocién y difusién
de los productos aragoneses, en un intento de cuahf1cac1on, mejora continua e
internacionalizacién del panorama ferial aragonés. A tal cfecto, la ley procede a
una clasificacién de las actividades feriales en funcién del pﬁblico al que van diri-
gidas o de la posibilidad de venta con retirada de mercancia (feria -multisectorial
o monogrifica—, exposicién y feria-mercado), aun sin reserva exclusiva de nom-
bre. La ley regula el concepto y requisitos para la obtencién de la calificacién de
ferias oficiales de Aragén y, entre estas, de las denominadas «de interés preferen-
te», como reconocimiento y distintivo que distingue las ferias que ¢jercen una
mayor repercusidn sobre la actividad productiva del territorio de su influencia y
que acreditan su consolidacién. También sc regulan los requisitos que deben reu-
nir las entidades organizadoras de actividades feriales y sus obligaciones para
organizar certimenes oficiales, y, en particular, los de las instituciones feriales,
d1sc1p11nadas en cuanto a sus obligaciones, patrimonio, érganos de gestién y di-
reccién, y funciones bisicas. Asimismo, se establece la autorizacién previa de las
actividades feriales oficiales, con el fin de garantizar que los promotores cuenten
con los medios técnicos y financieros adecuados para llevarla a cabo y afrontar las
eventuales responsabilidades derivadas de la misma. La ley establece la necesidad
de solicitar el informe de la Comisién de Actividades Feriales (6rgano consultivo
y de de participacién activa de los agentes del sector ferial), asi como aquellos
otros informes de municipios y comarcas —competentes en materia de ferias y
mercados— y de otras entidades de representacién sectorial en la fase de instruc-
cién del procedimiento administrativo de autorizacién. Se crea y regula el Re-
gistro Oficial de Actividades Feriales de Aragén, con el fin de potenciar la difu-
s16n y comercializacién de las actividades feriales de caricter oficial promovidas
en Aragdn, y se disciplinan las actuaciones de promocién, subvencién, supervi-
sién y control correspondientes al Gobierno de Aragdn, a realizar a través de au-
ditorias internas y externas de la actividad de las ferias e instituciones feriales.
Tras ocuparse del capitulo sancionador, la ley recoge el cardcter de asociacién de
utilidad publica que, desde 1943, tiene atribuido la Feria de Zaragoza sobre la ce-
lebracién de exposiciones y ferias de muestras en Espafia y en el extranjero.

Ley 3/2007, de 21 de marzo, de juventud de Aragén. En desarrollo de los arts.
9.2 y 48 de la Constitucidn, y en ejercicio de la competencia exclusiva en materia
de «juventud y promocién de las condiciones para su participacién libre y eficaz
en el desarrollo politico, social, econémico y cultural» recogida en el art. 35.1.26
del ya derogado Estatuto de Autonomia de 1982 reformado en 1996, esta ley re-
coge la dispersa normativa reglamentaria aprobada por el Gobierno de Aragén
en materia de juventud, con el propésito de impulsar globalmente las politicas
autonémicas y locales en el 4mbito de la juventud. La ley, ademis de clarificar las
competencias de cada una de las administraciones pﬁblicas responsables en la
materia, destaca el papel de las comarcas en la consecucién de la promocién y el
fomento de la participacién juvenil, y establece una serie de criterios de actuacién
transversal para reforzar la cooperacién y coordinacién entre administraciones.
La ley define el objeto y dmbito de aplicacién de la ley, extendiéndolo a todos los
jévenes (personas de entre catorce y treinta afios de edad) nacidos en Aragén o
con vecindad administrativa en cualquiera de sus municipios, a jévenes residen-
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tes fuera de Aragén nacidos en Aragén o descendientes de padre o madre naci-
dos en Aragén, a personas fisicas o juridicas que desarrollen actividades o presten
servicios en el dmbito de la juventud e incluso, parmalmente, a jovenes que sc
encuentren temporalmente en el territorio aragonés. Asimismo, se crea el observa-
torio Aragonés de Juventud como instrumento de seguimiento permanente de la
realidad juvenil aragonesa, incluyendo el mandato genérico a las Administracio-
nes Puablicas competentes en materia de juventud de tener en consideracién los
resultados de los traba)os y actividades desarrollados por el observatorio. La ley
establece la organizacién administrativa y la distribucién de competencias, pre-
tendiendo la coordinacién de las mismas para alcanzar una gestién eficiente de
los recursos. También la transversalidad de la variable «juventud» en las politicas
sectoriales queda afirmada, al establecerse los objetivos orientadores de las poli-
ticas y actuaciones administrativas en los distintos sectores que afectan directa-
mente a Ja poblacién juvenil (empleo, educacién, cultura, deporte, vivienda, ocio
y tiempo libre, salud y prevencién, medio ambiente, consumo, sociedad de la
informacién, medio rural, movilidad y convivencia), e identificarse las llamadas
«lineas de promocién juvenil» (formacién e informacién juvenil, las actividades
juveniles de tiempo libre, las instalaciones juveniles y el carné joven). Destaca la
regulacién de las escuclas de animadores en el tiempo libre, estableciendo la obli-
gacién de obtener las titulaciones correspondientes por las personas responsables
de la programacién, direccién y conduccién de actividades y estancias de tiempo
libre. También se regulan los servicios de informacién j joven, asf como el Censo
del Sistema Aragonés de Informacién Joven, de inscripcién obligatoria para los
informadores jévenes que deseen optar a cualquier subvencién o ayuda ptblica.
La ley describe las actividades juveniles de tiempo libre y las sujeta a comunica-
cién administrativa previa; y ordena los tipos, caracteristicas y requisitos mini-
mos de las instalaciones juveniles, creando el Censo General de Albergues Juve-
niles, dependiente del Instituto Aragonés de la Juventud. Finalmente, sc regula el
Carnéj joven y sus diversas modalidades, para facilitar el acceso a bienes y servi-
cios de caracter cultural, deportivo, recreativo, de consumo y de transporte. La
ley ordena y promueve ¢l asociacionismo y la participacién de la juventud en la
sociedad, regulando las entidades juveniles y sus requisitos, asi como las distin-
tas formas de participacién juvenil. A tal efecto, se crea el Censo de Entidades
Juveniles de Aragdn, registro voluntario de las formas de participacién juvenil
dependiente del Instituto Aragonés de la Juventud. La ley regula el fomento del
voluntariado juvenil, los recursos y la financiacién de los servicios y actividades
en materia de juventud promovidos y realizados por las administraciones publi-
cas, concluye con un régimen de inspeccién y sancién.

Ley 4/2007, de 22 de marzo, de prevencion y proteccion integral a las mujeres
victimas de violencia en Aragn. Invocando la documentacién producida en cl
seno de la ONU en materia de promocién de la mujer, asi como un extenso elen-
co de titulos competenciales del ya dcrogado Estatuto de Autonomia (régimen
estatutario de los funcionarios autonémicos y locales, vivienda, pubhc1dad asis-
tencia, bienestar social y desarrollo comunitario, cultura, sanidad, ensefanza,
asistencia sanitaria de la Seguridad Social, ejecucién de la legislacién laboral aso-
ciaciones, gestién de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Segurldad
Social), esta ley establece un conjunto de medidas de prevencién, proteccién y
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asistencia a favor de las mujeres victimas de violencia en Aragén, complementa-
rio al instaurado por la Ley Organica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de
proteccion integral contra la violencia de género. La ley trae causa del Plan inte-
gral para la prevencién y erradicacién de la violencia contra las mujeres en
Aragén, aprobado por acuerdo del Gobierno de Aragén el 24 de febrero de 2004,
y se apoya en la existencia del Instituto Aragonés de la Mujer (organismo auté-
nomo del Gobierno de Aragén creado por Ley 2/1993, de 19 de febrero), para
disefiar un sistema integral y globalizador de lucha contra la violencia de género
en Aragén. La ley amplia el dmbito de proteccién y asistencia a la mujer, tras-
cendiendo el concepto legal de violencia de género propio de la Ley Orgénica
1/2004 hacia los fenémenos de violencia laboral, docente y social, y contem-
plando a los hl]OS menores como victimas directas o indirectas de esta violencia,
otorgando asf una proteccién méds completa y general frente a cualquier tipo de
violencia de género. La ley trata de potenciar los servicios y programas ya exis-
tentes y pone en marcha nuevas medidas sociales, educativas, sanitarias o legisla-
tivas. La ley establece medidas de prevencién y sensibilizacién (realizacion de
investigaciones y de acciones divulgativas); de informacién y asesoramiento (ser-
vicios de asistencia juridica, social y psicolégica y servicio de guardia) a cargo del
«Servicio Social Integral y Especializado en Violencia contra la Mujer» —depen-
diente del Instituto Aragonés de la Mujer—, de los centros comarcales de informa-
cién y servicios a la mujer, y de los servicios sociales comunitarios; de garantia de
la seguridad e integridad de la mu;er una vez producido el hecho violento o su ries-
go inminente (centros de proteccién y apoyo de emergencia, casas de acogida, pi-
sos tutelados, alo;amlentos alternativos especificos y puntos de encuentro) y otras
medidas de proteccién ¥ apoyo (dispositivos de alarma, servicio de mediacién fami-
liar, servicio de atencion psicolégica a hombres con problemas de violencia en el
hogal atencién psicoldgica y sanitaria, acceso de las victimas a la v1v1enda, forma-
cién e insercién sociolaboral y la previsién del ejercicio de la accién popular en
los casos mds graves de violencia contra las mujeres, si la victima asf lo solicita o
cuando la accién delictiva provoque su mucrte). La ley establece prestaciones
econémicas para facilitar la insercién y el retorno a la normalidad de las victimas
de violencia contra las mujeres, y propone la coordinacién institucional en pos de
una mayor eficiencia de los servicios (elaboracién de acuerdos interinstituciona-
les y protocolos de colaboracién, seguimiento de las actuaciones realizadas, crea-
cién del Observatorio Aragonés de Violencia sobre la Mujer). Finalmente, se dis-
pone la necesaria colaboracién del Instituto Aragonés de la Mujer con los servicios
proplos de los ayuntamientos de Huesca, Teruel y Zaragoza, y se regula la comi-
si6n interdepartamental del Gobierno de Aragédn sobre esta materia.

Ley 7/2007, de 29 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma
de Aragon para el ejercicio 2008. Se trata de los primeros presupuestos elabora-
dos tras la modificacién operada en la Ley Orgénica 5/2001, complementaria de
la Ley General de Estabilidad Presupuestaria, por la Ley Orgamca 3/2006, de 26
de mayo; los primeros dedicados a la aplicacién de la «Ley de la Dependenc1a»
y también Jos que recogen, por primera vez, el importe de los beneficios fiscales de
los tributos cedidos a la Comunidad Auténoma, en cumplimiento del articulo 111
del nuevo Estatuto de Autonomia. En aplicacién de lo dispuesto en el art. 8 de la
Ley General de Estabilidad Presupuestaria, el Consejo de Ministros establecié
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como objetivo de estabilidad presupuestaria para la Comunidad Auténoma de
Aragén en los ejercicios 2008, 2009 y 2010 una capacidad de financiacién del
0,25% del PIB autonémico para cada afio, y el Ministerio de Economia y Ha-
cienda, mediante Orden de 15 de octubre de 2007, aprobé el programa de inver-
siones productivas de la Comunidad Auténoma de Aragdn, autorizando para
2008 un déficit derivado de dicho programa del 0,25% del PIB autonémico en
cémputo anual. La ley establece algunas reglas para una adecuada disciplina pre-
supuestaria, al requerir que todo proyecto normativo o propuesta de acuerdo se
acompafien de una memoria en que se detallen las repercusiones econémicas y la
forma en que se financiardn. El Titulo «De la Promocién y Desarrollo Econémi-
co» recoge especificamente las cuantias asignadas a la provincia de Teruel en el
marco del Convenio con el Ministerio de Economia y Hacienda. La ley flexibi-
liza la gestién del Fondo Local y de las actuaciones en el 4mbito de la Politica
Territorial, asi como lo relativo a los certificados acreditativos del cumplimiento
de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social para la concesién de sub-
venciones y para contratar con las Administraciones Puablicas. Los aspectos més
novedosos de las disposiciones transitorias sc refieren a la gestion de los créditos
del Programa «Servicios de Administracién de Justicia» —cuya transferencia a la
Comunidad Auténoma tendrd lugar a partir de enero de 2008- y a las dotacio-
nes para la constitucién de la Corporacién Empresarial Piblica de Aragén. Estos
presupuestos importan un total de ca. 5.600 millones de euros, lo que supone un
incremento superior al 6,5% respecto a las cuentas de 2007.

Ley 8/2007, de 29 de diciembre, de Medidas Tributarias de la Comunidad Auto-
noma de Aragén. Estaley impulsa la paulatina y moderada modificacién del siste-
ma tributario autonémico, con tres objetivos: aumentar algunos beneficios fiscales
marginales, simplificar los procedimientos tributarios y ajustar la terminologfa tri-
butaria empleada en la regulacién autonémica de los tributos cedidos para ade-
cuarla a la vigente normativa estatal, debido a la modificacién de la definicién del
nivel de renta en la nueva terminologfa del impuesto sobre la renta originaria de la
Ley 35/2006, de 28 de noviembre. En lo tocante a los beneficios fiscales, se apli-
ca ¢l tipo reducido del 0,1% del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Juridicos Documentados, a las escrituras notariales de constitucién y mo-
dificacién de hipotecas a favor de una sociedad de garantia reciproca; se aumen-
ta la reduccién por las transmisiones de determinados bienes —empresa indivi-
dual, negocio profesional o participaciones— a familiares cercanos, situindose en
el 96% sobre el valor correspondiente pero previéndose un aumento progresivo
de la bonificacién de hasta el 99% en 2011, reduciéndose ademis el plazo de afec-
tacién de los bienes adquiridos de diez a cinco afios. También se reduce la base
imponible del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones a favor del cényuge y des-
cendientes mediante el incremento del limite conjunto de todas las reducciones
hasta 150.000 euros, la elevacién del requisito del patrimonio preexistente hasta
402.678,11 curos, y la del limite de la reduccién hasta 175.000 euros para contri-
buyentes discapacitados entre el 33 y el 65%. Para facilitar a los contribuyentes
el cémputo del plazo para ¢l cumplimiento de sus obligaciones tributarias, se
sustituye la fijacién de los plazos de 30 dfas hébiles por el de un mes, con el fin
de aumentar la seguridad juridica al p031b111tar el calculo de fecha a fecha, y se
simplifica el procedimiento de tasacién pericial contradictoria mediante la admi-
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sién de cualquier medio de comprobacién de valores. La ley regula los requisi-
tos de lugar y forma para la acreditacién de la presentacién y el pago de los Im-
puestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos ]urldlcos Documentados y
sobre Sucesiones y Donaciones, v, siguiendo la prescripcién introducida en la
Ley aragonesa 19/2006, de 30 de diciembre, de medidas tributarias, se incorpora
al contenido de la ley Ia publicacién de los «textos actualizados» de las dlSpOSl—
ciones tributarias modificadas en algiin aspecto (el de disposiciones autonémicas
en materia de tributos cedidos, el de tasas autonémicas y el de impuestos medio-
ambientales).

Ley 9/2007, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley 6/2001, de 17 de
mayo, de ordenacion y participacion en la gestion del agua en Aragén. En e] mar-
co de las competencias atribuidas a la Comunidad Auténoma de Aragén en mate-
ria de «abastecimiento, saneamiento y depuracidn de las aguas» prevista en los arts.
72 y 75.3 del nuevo Estatuto de Autonomia, asi como de la potestad tributaria,
reconocida en el art. 105, esta Ley modifica la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de
ordenacion y participacion en la gestion del agna en Aragon en lo tocante a la regu-
lacién el canon de saneamiento, en particular, para declarar la incompatibilidad del
canon de saneamiento con cualquier tributo municipal destinado al pago de la
explotacién y mantenimiento de las instalaciones de depuracién, salvo que dichas
figuras tributarias financien la aportacién municipal para la construccién de las
instalaciones de depuracién; y sin perju1c1o de la situacién especifica del munici-
pio de Zaragoza, cuya incorporaci6n al sistema general del canon de sancamien-
to se prevé a partir de 2008 y para el cual si se declara la compatlblhdad entre cl
canon de saneamiento y la tasa mun1c1pal correspondiente, en atencién a la doc-
trina del Tribunal Constitucional que asi lo permite (por todas, las SSTC 37/1989
y 289/2000, que dlstmguen los conceptos de «materia 1mpon1ble» «hecho
imponible», siendo aquél mis amplio que éste). No obstante, la ley reconoce el
esfuerzo inversor realizado por el municipio manifestado en 'la construccién de
infraestructuras propias de saneamiento y depuracién, compensindolo transito-
riamente mediante una diferencia entre ¢l tipo general del canon y las tasas de
sancamiento y depuracién aplicables en el municipio. Asimismo, la aplicacién del
sistema del canon al municipio de Zaragoza se remite al eventual Convenio eco-
némico con la Comunidad Auténoma que determinari la aportacién municipal a
las cargas generales de Aragdn, sefialando la cuantia y el procedimiento para su
actualizacion, fijindose la aportacién definitiva de Zaragoza en 2012 para el ¢jer-
cicio 2013. Adcmas la ley establece la competencia del Gobierno de Aragén para
declarar las obras hidraulicas de interés de la Comunidad Auténoma, exceptudn-
dolas de la necesidad de contar con licencia municipal de edificacién, con inde-
pendencia del deber de informacién previa a los municipios afectados y efec-
tuando asimismo una declaracién implfcita de utilidad piiblica e interés social, con
la consecuente necesidad de ocupacién, a efectos de la leglslacxon de expropiacién
forzosa. Finalmente, la ley clarifica algunas cuestiones de caricter organizativo del
Instituto Aragonés del Agua y de la Comisién del Agua de Aragén, completando
algunas de las modificaciones ya introducidas en la Ley 26/2003, de 30 de diciem-
bre, de medidas tributarias y administrativas. En el fondo, el propésito de esta ley
es materializar ¢l acucrdo alcanzado entre el Gobierno de Aragén y el Ayunta-
miento de Zaragoza, el cual permitiri aliviar el déficit que eventualmente pueda
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generar el plan especial de depuracién puesto en marcha en 2004 por el Depar-
tamento de Medio Ambiente hasta 2029, y que el actual sistema de recaudacion del
canon de saneamiento era incapaz de¢ cubrir.

Por su parte, y en aplicacién del nuevo Estatuto de Autonomia, el Gobierno
autonémico ha promulgado sendos decretos-ley, forzando de alguna manera la
dindmica parlamentaria, la cual ha requerido de alguna adaptacién no menor. En
particular, y segiin el Estatuto, la convalidacién de un decreto-ley por las Cortes de
Aragén ha de tener lugar en el plazo de treinta dias hibiles siguientes al de su
publicacién, quedando en caso contrario derogado. No obstante, ¢l vigente Re-
glamento de la Cimara —cuyo proceso de reforma se ha emprendido en 2007- no
prevé especificamente el procedimiento para convalidar o derogar un decreto-
ley, ni articula la posibilidad de tramitarlo como proyecto de ley, lo cual obligé en
su momento al presidente de las Cortes a dictar una resolucién ~aprobada por una-
nimidad por Mesa y Junta de Portavoces- regulando transitoriamente estas cues-
tiones en el sentido que sigue: un miembro del Gobierno expone ante la Cimara
las razones de urgente y extraordinaria necesidad que motivan la promulgacién de
la norma, la cual se somete a votacion, de forma que los votos afirmativos se consi-
deran favorables a la convalidacién y los negativos a la derogacién. Una vez conva-
lidado el decreto-ley, el presidente de las Cortes pregunta si algin grupo parla-
mentario solicita su tramitacién como proyecto de ley, bastando al efecto que un
solo grupo asi lo haga para que, tras la toma en consideracién de la Cdmara, se
tramite el correspondiente proyecto por el procedimiento de urgencia, sin que
puedan presentarse enmiendas de totalidad que postulen su devolucién.

Decreto-ley 1/2007, de 8 de mayo, del Gobierno de Aragdn, por el que se esta-
blecen medidas urgentes para reparar los dafios causados y las pérdidas produci-
das en el territorio de Aragon por las inundaciones producidas por los desborda-
mientos en la cuenca del rio Ebro durante la #ltima semana del mes de marzo y
la primera del mes de abril de 2007. El intenso y duradero temporal que tuvo
lugar entre los meses de marzo y abril en Aragén y otras-Comunidades limitro-
fes, y que trajo consigo el desbordamiento del Ebro y de algunos de sus afluen-
tes, dio lugar a la aprobacién del Real Decreto-Ley 3/2007, de 13 de abril, con el
fin de articular una serie de medidas encaminadas a reparar los dafios sufridos en
los territorios afectados (la persistente inundacién de miles de hectireas de culti-
vo y de infraestructuras piblicas y privadas de riego). Con este Decreto-ley, pri-
mer ensayo de la posibilidad contenida en el art. 44 del nuevo Estatuto de Auto-
nomia y al amparo de un variado ramillete de titulos competenciales recogidos
en cl art. 71.17, 20, 21 y 32 del Estatuto de Autonomia (plamflcacmn y fomento
de la actividad econdémica, agricultura y ganaderia montes y vias pecuarias, pas-
tos, servicios y aprovechamientos forestales), la Comunidad Auténoma trata de
completar las medidas adoptadas en la norma estatal de urgencia, para facilitar y
agilizar Ja reparacién de infraestructuras dafiadas y compensar los dafios sufridos
en los intereses cconémicos de los afectados, habilitando la adopcién de disposi-
ciones reglamentarias necesarias. La disposicién recoge medidas para cubrir eco-
némicamente la reparacién de dafios en infraestructuras publicas de riego, las in-
demnizaciones por dafios en producciones agricolas y ganaderas y las ayudas para
la restauracién de parcelas agricolas Y de las infraestructuras permanentes de las
explotaciones agrarias. También prevé la formalizacién de mecanismos de cola-
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boracién entre las administraciones publicas (convenios precisos, en su caso, para
facilitar y agilizar el acceso a lineas preferentes de crédito por parte de los afec-
tados, a través de acuerdos con las entidades financieras). Este Decreto-ley fue
convalidado el 7 de junio por unanimidad en el seno de la Diputacién Perma-
nente, al encontrarse las Cortes en periodo de vacaciones parlamentarias, de
modo que ni siquiera se ha planteado la tramitacién del mismo como proyecto

de ley.

Decreto-ley 2/2007, de 4 de diciembre, del Gobierno de Aragon, por el que se
establecen medidas urgentes para la adaptacion del ordenamiento urbanistico a la
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, garantias de sostenibilidad del planeamien-
to urbanistico e impulso a las politicas activas de vivienda y suelo en la Comu-
nidad Auténoma dp Aragon. Esta norma de urgencia, convalidada por las Cortes
de Aragén el 20 de d1c1embre, introduce una serie de modificaciones en el orde-
namiento urbanistico aragonés (fundamentalmente integrado por la Ley 5/1999,
de 25 de marzo, Urbanistica, y el Decreto 52/2002, de 19 de febrero, que la desa-
rrolla parcialmente en materia de organizacion, planeamiento y régimen especial
de pequefios municipios), tributario del marco establecido en la ya derogada Ley
estatal 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones. La urgencia
fue ]ustlflcada por la aparicién en escena de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo
en el momento inicial de la legislatura, lo cual entorpecia a adopcién de las nuevas
normas legales de ordenacién del territorio y de urbanismo precisas para incorpo-
rar los contenidos de dicha ley estatal al ordenamiento aragonés—, y en la dindmi-
ca tendencia del sector inmobiliario a impulsar practicas elusivas de la nueva nor-
ma estatal amparandose en diferentes aspectos de su régimen transitorio. La norma
pretende asimismo impulsar una serie de medidas de respuesta a la perentoria
demanda social de vivienda asequible, en un contexto dificultado recientemente
por la coyuntura alcista de los tipos de interés, el retraimiento de la demanda y
la escasez inmediata de nuevos espacios de soporte para la promoaon de vivien-
da protegida. El Decreto-ley se centra en materias tales como el régimen de cla-
sificacién del suelo en los planes municipales, reservas para vivienda protegida y los
limites de repercusién de precios del suelo en la misma, el control de riesgos, la
sostenibilidad econémica y ambiental del planeamiento territorial y urbanisti-
co, limites entre modificacién y revisién del planeamiento, el régimen de los
convenios urbanisticos, la conversién a metdlico de aprovechamientos, el régi-
men de las actuaciones de dotacién, cesiones de aprovechamiento y los patri-
monios publicos de suelo. Debido a la falta de unanimidad en su convalidacidn,
el Pleno de las Cortes de Aragén acordé su tramitacién como Proyecto de Ley
por el procedimiento de urgencia, lo cual atemperd la acerba polémica suscitada.

Valga decir que la polémica se cifra en las criticas elevadas al Gobierno desde
el consistorio zaragozano y la oposicién parlamentaria, por la presunta agresién
de la norma de urgencia a la autonomia municipal. En realidad, las pugnas que vie-
nen sosteniendo ambas instituciones en los dltimos afios tienen mucho que ver con
la tendencia del Ejecutivo autonémico hacia un intervencionismo territorial a
todos los niveles, tendencia l6gica a la vista del raquitico y atomizado mapa local,
pero que choca con el cardcter macrocefdlico de la Comunidad, que alzaprima la
posicién de la ciudad de Zaragoza en términos demograficos, econémicos y, por
lo tanto, inmobiliario-urbanisticos. Habr4 que esperar a la tramitacién del De-
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creto-ley como reforma a la normativa urbanistica para constatar las salvedades
que puedan introducirse para Zaragoza; alternativamente, se encuentran en cier-
nes sendos proyectos de ley caducados en la pasada legislatura, de urbanismo y
de ordenacion del territorio, y, por si fuera poco, se anuncia una regulacién espe-
cial en la materia en la futura ley de capitalidad para Zaragoza. La respuesta a la
incégnita sobre el equilibrio de poderes piiblicos (y ptiblicos-privados) en el go-
bierno del territorio ha de buscarse, por lo tanto, en el futuro inmediato.

Finalmente, y en ¢jercicio de la habilitacién contemplada en la Ley 19/2006,
de 29 de diciembre, de medidas tributarias de la Comunidad Auténoma de Ara-
gon, el Gobierno de Aragén ha aprobado el Decreto Legislativo 1/2007, de 18 de
septiembre, por el que se aprueba el texto rvefundido de la legislacion sobre los
impuestos medioambientales de la Comunidad Auténoma de Aragon. Este texto
refundido supone el germen de de un auténtico Cédigo Tributario Aragonés, al
derogar los articulos 8 a 53, la disposicién transitoria primera y las disposiciones
finales primera a cuarta de Ja Ley 13/2005, de 30 de diciembre, de medidas tri-
butarias y administrativas en materia de tributos cedidos y tributos propios de la
Comunidad Auténoma de Aragdn y los articulos 13 a 26, la disposicién transi-
toria Unica y las disposiciones finales primera y segunda de la Ley 19/2006 que
modificé aquélla, para garantizar su efectiva aplicacién y, al mismo tiempo, faci-
litar el cumplimiento de las obligaciones formales de los contribuyentes. En el
mismo se recogen, debidamente ordenadas y sistematizadas, todas las disposi-
ciones autonémicas reguladoras de los tributos propios de caricter real, finalidad
extrafiscal y afectados al medio ambiente, impuestos por determinadas activida-
des contaminantes (instalaciones de transporte por cable, la emisién de sustancias
contaminantes a la atmdsfera, o el establecimiento comercial con grandes dreas de
venta). Por cierto, entre sus disposiciones transitorias se encuentra una que ha
resultado el objeto de una tenue polémica, aquélla en virtud del cual se exime del
pago de impuestos ambientales a las actividades e instalaciones relacionadas con
la Exposicién Universal de Zaragoza de 2008.

Otras normas han varado en su proceso de tramitacién parlamentaria, ya se
trate de proyectos (ordenacién del territorio, urbanismo, estadistica publica) o de
proposiciones de ley (ordenacién del alumbrado para la protecciéon del medio
nocturno, medidas a favor de las victimas del terrorismo y creacién de una «red
de apoyo a la mujer embarazada» —tnica iniciativa legislativa popular, caducada
en esta legislatura—). Por lo demds, ni siquiera llegaron a alcanzar la condicién de
proyectos de ley los relativos a la contaminacién acistica y a los servicios socia-
les, demorada esta tltima hasta la efectiva puesta en marcha del sistema asisten-
cial disefiado por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promocién de la auto-
nomia personal y atencién a personas en situacién de dependencia.

Relaciones institucionales

Relaciones de alto nivel Estado-Comunidad Auténoma. Se han constituido ya
las dos Comisiones bilaterales previstas en el nuevo Estatuto de Autonomia (la
Comisién Mixta de Asuntos Econémico-Financieros del art. 109 y la Comisién
Bilateral de Cooperacién del art. 90).
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Convenios de colaboracién administrativa. La Comunidad Auténoma ha sus- -
crito, a lo largo de 2007, convenios bilaterales de colaboracién con diversos Minis-
terios, tales como el de Fomento (para la financiacién de la restauracién, recupera-
cién y acondicionamiento del Camino de Santiago en Aragén, y para la ejecucién
de un ramal y apartadero ferroviarios para la plataforma loglstlco -industrial
Platea en Teruel), el de Cultura (para la adquisicién de fondos bibliograficos des-
tinados a bibliotecas pubhcas, para la realizacién del Inventario General de
Bienes Mucbles en posesién de instituciones eclesidsticas), Educacién y Ciencia
(para la mejora de las bibliotecas escolares, el apoyo a centros de educacién pri-
maria y secundaria, el desarrollo de programas de cooperacién territorial para
alumnos y para rutas literarias, escuelas viajeras y rutas cientificas), Agricultura,
Pesca y Alimentacién (para la cofinanciacién del control por teledeteccién de las
superficies subvencionadas, en materia de estadistica e informacién agraria, pes-
quera y alimentaria; para la prefinanciacién de las ayudas del FEAGA y del
FEADER, para la gestién del pago de las indemnizaciones por abandono de la
producaon lictea, y para la delegacién de determinadas funciones del organismo
pagador de la Comunidad Auténoma en la Dircccién General de Desarrollo Ru-
ral y el FEGA), Industria, Comercio y Turismo (para el desarrollo de los pro-
gramas Cindadania Digital 2007-2010 y PYME Digital en el d&mbito del Plan
Avanza), Defensa (para la realizacién del XV curso internacional anual de
Defensa, para la integracién en el sistema de residencia de médicos del cuerpo
Militar de Sanidad en la especialidad de medicina familiar y comunitaria y para la
incorporacién del Hospital General de la Defensa de Zaragoza a la Unidad Do-
cente de Medicina Familiar y Comunitaria de Zaragoza) y Traba]o y Asuntos
Sociales (para la atencién prevencién de la marginacién e insercién del pueblo
gitano, para el desarrollo del Plan Estatal del voluntariado 2005-2009, para el
desarrollo de actuaciones de acogida, integracién y refuerzo educativo de inmi-
grantes, para la ejecucién del plan de apoyo al sector textil y de la confeccién).
De todos los convenios bilaterales Estado-Comunidad Auténoma merece la
pena destacar el suscrito ¢l 12 de marzo de 2007 con el Ministerio de Economia
y Hacienda, para la financiacién de inversiones en la provincia de Teruel. Se trata
de un acuerdo inscrito en el seno del Plan Teruel, del cual se dio cumplida cuen-
ta en el Informe de 2006.

Otro hecho notable lo constituye la firma de un convenio marco de colabora-
cién entre Ministerio y Departamento de Medio Ambiente por el que el Ejecutivo
autonémico asumir la construccién de las depuradoras del Pirineo mediante una
encomienda de gestién. El problema residfa en que las obras necesarias para la
depuracién de aguas residuales en los niicleos pirenaicos fue declarada de interés
general en 1993, pero el ejercicio de la competencia estatal arroja hoy dia un
pobre saldo: las depuradoras de Jaca y Sabifianigo, que dejan a los restantes 298
nicleos p1renalcos oscenses sin sancamiento y al margen del Plan Especial de De-
puracién autondémico, con riesgo de incumplir la normativa comunitaria. Ante
semejante panorama, la firma del protocolo constituira la primera aplicacién préc-
tica de las nuevas competencias que el Estatuto de Autonomia otorga a la Comu-
nidad en materia de infraestructuras de interés general. E] proceso ha comenzado
con la convocatoria, por parte de la empresa ptblica SODEMASA, de los concur-
sos para la redaccién de proyectos técnicos tipo para efectuar ulteriores licitacio-
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nes conjuntas de los proyectos, las obras de construccién y la explotacién de de-
puradoras a través de la figura de la concesién de obras.

Asimismo, ha de darse cuenta del Convenio suscrito, al amparo de la legislacién
local, entre el Gobierno de Aragén y el Ayuntamiento de Teruel para la constitu-
cién del Consorcio del Aerédromo/Aeropuerto de Teruel, abocado a la organi-
zacién, ejecucion y gestién en comun de las actuaciones precisas para el impulso y
promocién de dicha infraestructura aeroportuaria, dedicada al estacionamiento
y mantenimiento de flotas aéreas. El Consorcio tendré por objeto realizar la pues-
ta en funcionamiento, promocién y gestién del instrumento urbanistico para la
implantacién del aerédromo y cualesquiera actividades o servicios complemen-
tarios que en dicha infraestructura se realicen o presten. Una vez elegido el pro-
yecto supramunicipal como fé6rmula juridica para la articulacién de este proyec-
to, ha quedado declarada la utilidad publica e interés social de las expropiaciones
necesarias para la ¢jecucién de la obra y sus conexiones viarias, de modo que se
prevé un inminente inicio de la construccién de las instalaciones.

Ademais de los citados convenios bilaterales, cabe destacar hasta tres conve-
nios multilaterales suscritos por la Comunidad Auténoma a lo largo de 2007 en
dos aspectos centrales de la vida institucional de la Comunidad: el Convenio mar-
co firmado con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el Ayuntamiento de
Zaragoza para el desarrollo de actuaciones de acogida e integracién de trabajado-
res desplazados vinculados a la organizacién de la Exposicién universal de Zara-
goza, el suscrito con el Ministerio de Defensa, la Diputacién Provincial de Huesca
y el Ayuntamiento de Jaca, para la puesta en valor del Castillo de San Pedro de
Jaca y el suscrito con e} Ministerio de Medio Ambiente y la Diputacién Provin-
cial de Zaragoza para e] programa de desarrollo rural sostenible de los munici-
pios aragoneses afectados por el recrecimiento del embalse de Yesa en el trienio
2007-2009.

Merece también cierta atencién la firma de sendos convenios para cofinanciar
la redaccién de los proyectos del embalse de San Salvador (123 Hm? en el rio
Esera, alternativa al desechado embalse de Santaliestra) y las cuatro balsas latera-
les del sistema de Riegos del Alto Aragén (complemento al replanteado embalse
de Biscarrués, que prevefa una capacidad total de 192 Hm? e inundaba el niicleo
habitado de Erés en el rio Gillego). Con ambos convenios se da el primer paso
para el cumplimiento de los acuerdos alcanzados en la Comisién del Agua de
Aragén para la regulacién de los rios Esera y Gillego, que los regantes oscenses
llevan esperando mds de dos décadas.

Como ejemplo exético de cooperacién simultinea intermunicipal e interauto-
némica, cabe citar la constitucién del denominado «Consorcio del Valle Medio
del Ebro», que tuvo lugar en enero de 2007 a iniciativa de los Ayuntamientos de
Tudela (Navarra), Calahorra (La Rioja) y Ejea de los Caballeros (Aragén). A tra-
vés de esta figura se pretende institucionalizar las relaciones entre las entidades
consorciadas, extendiéndola a otros colectivos con el fin tltimo de vertebrar el
Valle Medio del Ebro como espacio econémico especifico. El primer producto
del Consorcio fueron sendas declaraciones, una firmada por los alcaldes (sobre
la presencia conjunta en la Exposicién Internacional de Zaragoza 2008 a través
de un pabellén especifico) y otra por los respectivos consejeros de obras publi-
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cas (para solicitar al Ministerio de Fomento el desarrollo de infraestructuras de
comunicaciones prioritarias: las autovias A-68, A-15, A-12, la conexién Lo-
grofio-Madrid por el tinel de Piqueras y el corredor ferroviario de alta velocidad
entre Cantabria y el Mediterrineo).

Finalmente, conviene dar noticia de la participacién de instituciones aragone-
sas (autonomlcas y locales) en una nueva manifestacién de organizacién admi-
nistrativa ad hoc —es decir, de entidades u érganos creados con propésitos con-
cretos y limitados en el tiempo-. Fruto del RD 1292/2007, de 28 de septiembre,
tuvo lugar la constitucidn, en las postrimerias del afio, de la Comisién Nacional
para la celebracién del Bicentenario de Ja Guerra de la Independencia, comisién
interministerial adscrita al Ministerio de Cultura y en la que participan también la
Real Academia de la Historia, las sociedades estatales de conmemoraciones cultu-
rales, de exposiciones internacionales y de accién cultural exterior, seis comuni-
dades auténomas y los ayuntamientos de Madrid, Zaragoza, Aranjuez, Cidiz,
Bailén y Méstoles. Esta Comisién serd la encargada de preparar, programar,
organizar y coordinar las actividades destinadas a conmemorar el bicentenario de
la Guerra de la Independencia, y estd compuesta de sendas subcomisiones (la del
Dos de Mayo, presidida por el alcalde de Madrid y la de Los Sitios de Zaragoza,
presidida por el alcalde de Zaragoza).

Colaboracién piblico-privada. El Gobierno de Aragén suscribié con una
veintena de entidades (Ayuntamientos, Comarcas, Diputacién Provincial de
Teruel y diversos Grupos de Desarrollo Rural) el convenio para la creacién del
«Consorcio Patrimonio Ibérico de Aragén», dedicado a gestionar el proyecto de
turismo cultural arqueoldgico «Ruta Iberos en el Bajo Aragén». La nota curiosa
respecto a esta iniciativa es su intencién de promover una adquisicién de terre-
nos en los 19 yacimientos iberos existentes en Aragdn, en linea con el proceso
emprendido a nivel estatal para la tutela del litoral y en contraposicién a las nue-
vas tendencias de proteccién ambiental y cultural basadas en la «custodia de] terri-
torio». Flnalmente, y a titulo anecdético, cabe mencionar el ya tradicional conve-
nio suscrito entre ¢l Gobierno de Aragdn, el Consejo Aragonés de Cémaras
Oficiales de Comercio ¢ Industria, las Grandes Superficies de Aragén (ANGED),
la Confederacién de Empresarios de Comercio de Aragén (CEMCA) y la Aso-
ciacién de Supermercados de Aragén (ASUPAR) para la realizacién del Plan
Renove de Electrodomésticos en la Comunidad Auténoma de Aragén en el ejer-
cicio 2007.

Conflictividad constitucional. El Gobierno de la nacién no ha impugnado
ninguna norma autonémica a lo largo de 2007, pero el Gobierno de Aragén acor-
dé en el mes de octubre requerir al Gobierno central para que derogase los arts.
5.4,8, 9.2 y 12 del Real Decreto 1069/2007, de 27 de julio, por el gue se regula el
procedzmzento para la tramitacion de las solicitudes de inscripcion en el Registro
comunitario de las denominaciones de origen protegidas y de las indicaciones geo-
grdficas protegidas, por entender vulnerada su competencia exclusiva autonémi-
ca en esta materia.

A su vez, el Tribunal Constitucional ha desestimado el recurso de inconstitu-
cionalidad interpuesto por el Gobierno de Aragén frente al art. 17.1 del refor-
mado Estatuto de Autonomia de la Comunidad Valenciana (en vigor desde el 11
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de abril de 2006), que garantiza el derecho de los valencianos a redistribuir los
sobrantes de las cuencas hidrogréficas excedentarias. En la STC 247/2007, de 12
de diciembre, fallada por una ajustada mayoria (los seis magistrados del sector
progresista y el vicepresidente del Tribunal, Jiménez Sinchez, frente a los cinco
magistrados adscritos al sector conservador, que emitieron sus correspondientes
votos particulares discrepantes con la sentencia), se acogen plenamente los argu-
mentos esgrimidos por el Gobierno estatal acerca de la falta de valor vinculante
del precepto estatutario para la legislacién estatal de aguas. Ha sido, por lo tanto,
netamente afirmado el principio de territorialidad de las normas estatutarias, con
lo que parecen quedar satisfechas las pretensiones de fondo de la Comunidad
Auténoma, también frente al resto de estatutos presumiblemente incursos en la
misma situacién que el valenciano. En Ja resolucién del recurso interpuesto por
Castilla-La Mancha, el Tribunal Constitucional ha aplicado idéntica doctrina
(STC 249/2007, de 13 de diciembre).

A su vez, el Gobierno riojano recurrié ante e] Tribunal Constitucional el nue-
vo Estatuto aragonés, al entender invadidas las competencias del Estado y de La
Rioja en materia de gestién hidrica referidas al rio Ebro. El recurso de inconsti-
tucionalidad, basado en el dictamen del 29 de junio del Consejo Consultivo de
La Rioja, afecta a los articulos 19, 72 y a la disposicién adicional quinta del Esta-
tuto. El Ejecutivo de La Rioja considera que vulneran el orden constitucional en
materia de aguas al condicionar aspectos relacionados con la gestién del agua en La
Rioja (los aprovechamientos hidraulicos, la pesca, la agricultura o los regadios). El
recurso fue acogido con sorpresa por el presidente del Gobierno de Aragén, quien
se aprestd a recordar cémo todos los diputados riojanos habian votado a favor del
texto estatutario aragonés tanto en el Congreso como en el Senado.

Finalmente, y a pesar de referirse a una controversia competencial ajena (entre
el Estado y la Comunidad balear), importa dar cuenta de la doctrina sentada en
la STC 46/2007, de 1 de marzo, por la que se resuelve el recurso de inconstitu-
cionalidad interpuesto por el Gobierno frente a varios preceptos de la Ley 6/
1999, de 3 de abril, de directrices de ordenacion territorial de las Illes Balears y de
medidas tributarias. En dichos preceptos se establecfa una prohibicién unilateral
de autorizaci6én de nuevos aeropuertos —incluso de interés general-, la sujecién a
un informe vinculante de la Comunidad Auténoma de los planes estatales y la
determinacién de las condiciones para la delimitacién del dominio piiblico mari-
timo-terrestre en la isla de Formentera. Todas estas cuestiones estin relacionadas
con la extensién y limites de las competencias autonémicas sobre ordenacién del
territorio, y la primera de ellas entronca directamente con uno de los conflictos
entre ¢l Estado y la Comunidad aragonesa sobre el que no llegé a pronunciarse
el Tribunal Constitucional. En efecto, en 2005 ambas partes pactaron el desisti-
miento de sendos recursos de inconstitucionalidad interpuestos por el Gobierno
estatal contra las Leyes 1/2001, de 8 de febrero, y 6/2001, de 25 de mayo, que pre-
tendfan, respectivamente, someter los planes y proyectos estatales con incidencia
territorial a informe preceptivo de] Consejo de Ordenacién del Territorio de Ara-
gén; y los instrumentos de planificacién hidrolégica que afectasen al territorio
aragonés a informe preceptivo del Instituto Aragonés del Agua. La contraparti-
da del pacto fueron las oportunas reformas legales operadas, en ambos casos, en
el sentido de reducir el plazo de evacuacién del informe autonémico. La STC



260 111. LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

46/2007, de 1 de marzo, viene a afirmar la correccién de la solucién pactada
entre las partes, ya que se limita a reprochar el carcter vinculante del informe
previsto en Ja norma balear, en aplicacién de la jurisprudencia consolidada en las
STC 40/1998, de 19 de febrero, 149/1998, de 2 de julio y 204/ 2002, de 31 de

octubre.

Conflictividad ordinaria. La reclamacién formulada por el Gobierno de
Aragén ante el central de la manida «deuda por las mermas tributarias» ronda ya
los 500 millones de curos. Continta abierta la via contencioso-administrativa
ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, el més retrasado de toda la admi-
nistracién judicial espanola Constatado el bloqueo temporal de la via ;ud1c1a1
desde el ejecutivo autonémico se ha optado por aplicar esfuerzos a la negociacién
politica al mds alto nivel, que tampoco ha dado mejores frutos por el momento.
Un compromiso personal del presidente del Gobierno central, una vaga oferta
del Ministerio de Economia y Hacienda planteando la posdnhdad de compensar
la deuda con la cesién a la Comunidad Auténoma de infraestructuras de la
Exposicién Internacional de Zaragoza o algiin tipo de inversién estatal en la Co-
munidad han animado las ya varias reuniones oficiales mantenidas entre el
Gobierno central y el aragonés durante 2007, que finalmente cuajaron en la cons-
titucién formal de la comisién bilateral de cstudio del conflicto. En este asunto,
el Gobicrno central sostiene una posicién opuesta a la de su homélogo autoné-
mico, a pesar de la sintonfa politica entre ambos. Asi quedé demostrado en la
votacién de una mocién que fue aprobada en noviembre por el Senado (la segun-
da de esta clase), a propuesta del PAR y con apoyo del PP, CiU, Coalicién Ca-
naria y PNV, pero con la abstencién de la Entesa y el voto en contra de]l PSOE.
En dicha mocién se instaba al Gobierno central a pagar un anticipo de la deuda
reclamada por el Gobierno autondémico antes de fin de afio, hecho que no ha
tenido lugar debido al momento parlamentario de tramitacién presupuestaria.

Por otro lado, continta el bloqueo ejecutivo al funcionamiento del Patronato
del Archivo de Ja Corona de Aragén, constituido a principios de 2007 y pen-
diente de su primera reunién ejecutiva hasta solucionar la propiedad de la docu-
mentacién que la Generalitat considera como pertencciente en exclusiva al sistema
de archivos de Ja Comunidad catalana, en aplicacién del nuevo Estatuto de Auto-
nomia para Catalufia. Alguna incidencia mediata en el conflicto podria tener la
inclusién del Archivo de la Corona de Aragén —junto con el Real Monasterio de
Yuste, el faro de Finisterre y la Residencia de Estudiantes de Madrid- en la Lista
del Patrimonio Europeo, producto de una nueva iniciativa para la proteccién y
promocién de lugares emblematicos para la cultura europea impulsada por los
gobiernos de Espafia, Francia y Hungria y en proceso de adopcién por parte de
la Comisién Europea.

Traspasos de competencias y transferencias de medios materiales y personales.
Ha concluido el largo proceso de transferencia de las competencias en materia de
Administracién de Justicia, una vez satisfechas las expectativas financieras del
Gobierno autonémico cifradas en 56 millones de euros, doce afios después de
que tales competenaas fuesen incluidas en la reforma de 1996 del Estatuto origi-
nario de autonomia. La adquisicién material de las competencias trae causa en
Real Decreto 1702/2007, de 14 de diciembre, de traspaso de funciones y servicios
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de la Administracion del Estado a la Comunidad Auténoma de Aragon en mate-
ria de provisién de medios personales, materiales y econémicos para el funciona-
miento de la Administracion de Justicia.

Conflictos interantondmicos. El contencioso de los bienes artistico-religiosos
pertenccientes a las parroquias de la diéeesis de Barbastro-Monzén y retenidos por
la diScesis depositaria de Lérida ha seguido complicindose, a pesar del nuevo
escenario abierto tras la llegada del nuevo administrador apostélico Xavier Sa-
linas en sustitucién del OblSpO Ciuraneta, y la designacién por parte de aquél del
didcono y abogado aragonés Francisco Mata Rivas como nuevo asesor juridico
para reconducir el litigio.

El Supremo Tribunal de la Signatura Apostélica rechazaba en mayo el iltimo
recurso de la di6cesis de Lérida frente al decreto sinodal que conminaba a la dié-
cesis de Lérida a entregar las piezas lltlglosas a la di6eesis altoaragonesa, pero el
obispado catalin mantiene abierta otra via judicial canénica (la del Alto Tribunal
de la Rota, inferior, no obstante, al de la Signatura Apostélica) para tratar de de-
mostrar la propiedad de las obras litigiosas, fundada principalmente en los diarios
del obispo Messeguer (responsable de la recoleccién de bienes parroquiales de la
antigua dicesis de Lérida), que atestiguarian la propiedad de la didcesis catala-
na. Pendiente de la sentencia de la Rota, en un conflicto que desde Aragén se
considera que enfrenta a la dicesis de Lérida y al Vaticano, la estrategia pactada
entre el obispo de Barbastro-Monzén y el presidente del Gobierno de Aragén se
cifra en la reclamacién en la via civil ordinaria de la ¢jecucién de la sentencia
canénica, lo cual supondrla todo un hito judicial, ya que serfa el primer caso en
que se solicitase un exequétur para una resolucién eclesidstica ajena a asuntos de
nulidad matrimonial.

Sin embargo, el principal escollo para la devolucién de las piezas de arte sacro
no parece ubicarse en el plano eclesiastico. De hecho, el recurso ante la Rota no
impide la devolucién de las piezas, y el administrador apostélico Salinas viene
justificando la retencién de las obras en Lérida por la sujecién de las mismas a la
legislaci6n catalana de patrimonio cultural, por mis que ha reconocido, en el deber
que le incumbe, de entregar los bienes en cumplimiento de las sucesivas decisiones
candnicas que obligan a la diécesis catalana. Asi lo hizo saber en una carta remiti-
da a todos los parrocos de su didcesis, que ordenaba expresamente fuera leida a los
feligreses, y en la que excusaba el cumplimiento de los mandatos de los tribunales
eclesidsticos en la composicién plural del consorcio que dirige el Museo Diocesano
y Comarcal de Lérida, depositario de los bienes. Ha de notarse que son varias las
nstituciones integrantes del Consorcio del Museo, ademds del obispado: la Gene-
ralitat de Catalufia, el Ayuntamiento de Lérida, la Diputacién provincial de Lleida
y el Consejo Comarcal del Segrid. Como ejemplo de la postura adoptada por el
frente cataldn, valga la cita de la mocién presentada por CiU ante el ultimo pleno
de la Diputacién de Lleida antes de las elecciones, mocién que fue aprobada ante
la abstencién del PSC y el tinico diputado de Unitat d’Aran: en ella se instd al con-
sorcio a no ceder ninguna de las obras litigiosas «bajo ninguna férmula juridica ni
de temporalidad (...) hasta que no se haya resuelto por los tribunales civiles com-
petentes», en aras de la unidad de las colecciones, lo cual residencia la conservacién
y exposicién de los bienes en el Museo leridano.
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El argumento de la catalogacién de las piezas no es nuevo, como tampoco lo
es la apelacién a acuerdos y politicas para la gestion conjunta de las piezas con la
dibcesis y las autoridades aragonesas. Pero, si hasta ahora no se discutia la filia-
cién eclesidstica del conflicto, ha ganado peso la presencia de las autoridades civi-
les catalanas en el mismo, hasta el punto de descompensar la balanza de fuerzas
implicadas. La catarsis del litigio tuvo lugar, indudablemente, con la escenificacién
del traslado de una veintena de las obras de su ubicacién original (la iglesia de San
Martin) al nuevo Museo Diocesano y Comarcal, inaugurado el 30 de noviembre.
A partir de entonces, se reforzaba la tesis de la unidad museistica catalana como
obstéculo para la devolucién de los bienes, y su dependencia directa de la Genera-
litat. El traslado fue calificado de provocacién innecesaria por parte del presi-
dente del ejecutivo aragonés, quien remitié una misiva al nuncio de la Santa Sede
en Espafia, Manuel Monteiro de Castro, denunciando la exhibicién de los bienes
litigiosos en el Museo Diocesano y Comarcal de Lérida. La carta, criticada por la
oposicién por tardia y no creible, fue respondida por el nuncio haciendo propia
la postura de la diécesis leridana sobre la vinculacién de las piezas a legislacién
catalana sobre patrimonio cultural, y sugiriendo la intervencién del presidente
autonémico ante la Generalitat. Por su parte, la consejera de cultura, Eva Almu-
nia, rompié las conversaciones que mantenia desde hace meses con su homélogo
cataldn para intentar favorecer la resolucién del litigio, en un nuevo gesto que se
suma al abandono aragonés de la Eurorregién-Mediterrdneo en 2006. No obstan-
te, inmediatamente después de este plante, los diputados de los grupos parla-
mentarios de apoyo al gobierno, entre los que se cuenta la propia conscjera ara-
gonesa, rechazaron una mocién presentada por el PP solicitando la reprobacién del
traslado de las piezas al nuevo Museo, con la excusa de que también solicitaba cen-
surar la actuacién de la Generalitat en el asunto, algo que la Almunia acababa de
llevar a cabo en su calidad de consejera

En cualquier caso, el litigio de los bienes de las parroquias del Aragén oriental
no puede ser tildado de estrictamente privado o, cuando menos, ajeno a la dindmi-
ca institucional aragonesa..., ni a la catalana. Por ejemplo, el expediente de catalo-
gacién de los bienes el 29 de abril de 1999 fue iniciado por la Administracién
dependiente del anterior Gobierno de coalicién PP-PAR, sin que haya todavia
finalizado tras ocho afios de tramitacién. Sin embargo, y a la vista de la incoacién
del expediente en Aragén en aquel momento, la Generalitat no tardé ni un mes
en rubricar el acuerdo para crear el consorcio del Museo Diocesano y Comarcal
de Lérida, procediendo desde luego a la catalogacién de todos sus fondos como
coleccibn.

Sélo ahora se plantea Ja impugnacidn de la catalogacién hecha por la Adminis-
tracién catalana a través de una accién de nulidad, aunque la terminacién del expe-
diente de catalogacién abierto por la Administracién aragonesa sigue sin llevarse
a efecto, habiéndose incluso presentado a tal propésito una proposicién no de ley
en las Cortes de Aragdn por parte del grupo parlamentario de CHA. Por si fuera
poco, el art. 7 de la Ley aragonesa del Patrimonio Cultural, que prescribe el empleo
de todos los medios disponibles para asegurar el retorno de los bienes del Pa-
trimonio Cultural aragonés que se hallen fuera de su territorio, se ha elevado al
nuevo Estatuto de Autonomia de Aragén. A primera vista, no faltarian argu-
mentos para sostener la ilicitud de la postura recalcitrante de las instituciones
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catalanas: la catalogacién hecha por la Generalitat en 1999 adoleceria de incom-
petencia territorial, al encontrarse pendiente la reclamacién judicial canénica de
la propiedad de las obras cuando aquélla tuvo lugar. Asimismo, la catalogacién
contrastaria con el ordenamiento juridico al conferir al Consorcio Museistico
leridano facultades o derechos (la posesién) careciendo de los requisitos esencia-
les para su adquisicién (la propiedad u otro titulo real homologable). A mayor
abundamiento, ]a resolucién de la Generalitat que en 2006 condicioné la devolu-
cién de las piezas sacras a la diécesis de Barbastro-Monzén al respeto de la uni-
dad de la coleccién del Museo Diocesano y Comarcal de Lérida, se encontraria
viciada de nulidad a la luz de su carcter imposible.

En definitiva, las instituciones civiles aragonesas, evidentemente afectadas en el
gjercicio de sus competencias por el conflicto de origen eclesidstico, estin demos-
trando una prudencia acaso excesiva: el Gobierno de Aragdn sigue sin concluir su
expediente de catalogacién, y no estd empleando todas las posibles herramientas
para lograr el regreso a su territorio de los bienes retenidos, como le prescribe el
Estatuto de Autonomia (por ejemplo, ni siquiera se ha mencionado la figura del
conflicto positivo de competencias). La actuacién del resto de instituciones im-
plicadas (l%s municipios) merece un juicio semejante: no llegé a celebrarse la lec-
tura, en Roda de Isabena —antigua sede episcopal de Ribagorza y antecesora del
obispado de Lérida—, de un manifiesto consensuado desde el mes de febrero por
una comisién pluripartidista de alcaldes del Aragén oriental (Graus, Tamarite de
Litera, Zaidin e Isabena), exigiendo la devolucién de las piezas de arte sacro. El
manifiesto pone de relieve la pasividad de la Iglesia ante sus propias resoluciones,
y lamenta la rebeldia del obispado de Lérida, haciendo un llamamiento a los
representantes civiles y politicos leridanos para adoptar «una postura construc-
tiva y de no injerencia», y a la Iglesia para que «no dilate por més tiempo» la
resolucién del conflicto. La inminencia de las elecciones autonémicas y Jocales
provocd la postergacion sine die de la lectura, si bien la comisién de alcaldes llegéd
a remitir una carta al Papa en la que le instaban a poner fin al conflicto entre las
didcesis. Finalmente, también resulté infructuosa la mocidn del aragonesista José
Marfa Mur, al ser rechazado por el pleno del Senado su intento de comprometer
al Gobierno estatal en el contencioso, con 126 votos en contra (incluidos los del
PSOE y los de los grupos catalanes), frente a 120 favorables (entre los que se con-
taron los del PP).

Actividad reglamentaria

La actividad reglamentaria autonémica no ha sido particularmente intensa en
2007, habiéndose promulgado en torno a la veintena de Decretos relativos a di-
versas materias. La importancia cualitativa de las normas aprobadas ha sido desi-
gual, a la vista de los destinatarios afectados y de las materias tratadas. Entre ellas
se encuentran genuinos reglamentos, tales como el de guias de turismo (Decreto
264/2007, de 23 de octubre), el de centros de bronceajo y la venta y alquiler de
los aparatos de bronceado mediante radiaciones ultravioletas (Decreto 95/2007,
de 5 de junio), el de tenencia y uso de aves de presa (Decreto 245/2007, de 2 de
octubre) y el de produccion, posesion y gestion de los residuos de la construccién
y la demolicién, y del régimen juridico del servicio piblico de eliminacion y valo-
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rizacion de escombros que no procedan de obras menores de construccion y repa-
racién domiciliaria (Decreto 262/2006, de 27 de diciembre). Por encima de todos
ellos destaca el reglamento ejecutivo para la aplicacién de los impuestos medio-
ambientales (reglamento de desarrollo parcial de la Ley 13/2005, de 30 de diciem-
bre, de medidas fiscales y administrativas en materia de tributos cedidos y tribu-
tos propios de la Comunidad Auténoma, aprobado por Decreto 1/2007 de 16 de
enero).

Asimismo, cabe resaltar tres importantes reglamentos relacionados con el
«Estado del bienestar»: el dedicado a la regulacién del procedimiento para la libre
eleccién de médico especialista y de hospital en el Sistema Sanitario Péblico de
Aragén (Decreto 57/2007, de 17 de abril), que aprueba la cartera de servicios sani-
tarios del Sistema de Salud de Aragén (Decreto 65/2007, de 8 de mayo), adaptando
el ordenamiento aragonés a lo dispuesto en ¢l RD 1030/2006, de 15 de septiembre;
y el regulador de la admision de alumnos en los centros piiblicos y concertados en
las ensefianzas de segundo ciclo de educacién infantil, educacion primaria, educa-
cion especial, educacion secundaria obligatoria, bachillerato y formacion profesio-
nal (Decreto 32/2007, de 13 de marzo).

En un orden menor, son dignas de noticia algunas normas promulgadas en
materia de fomento econémico, en particular, el Decreto 2/2007, de 16 de enero,
sobre subvenciones en materia de agricultura y alimentacién, el Decreto 24/2007,
de 13 de febrero, por el gue se establecen las bases reguladoras de la concesion de
subvenciones destinadas a financiar proyectos de cooperacion transfronteriza
entre la Comunidad Auténoma de Aragén y las regiones francesas de Aquitania
y Midi-Pyrénées, ¢l Decreto 39/2007, de 27 de marzo, que establece el régimen
transitorio de aplicacién del Decreto 66/2003, de 8 de abril, regulador de las ayu-
das para diversificar la actividad econémica y favorecer el desarrollo equilibrado
del territorio, el Decreto 230/2007, de 18 de septiembre, por el gue se establece el
régimen de ayndas del Programa de Apoyo a la Innovacion de las PyMEs 2007-
2013 en Aragon y el Decreto 298/2007, de 4 de diciembre, por el que se aprueba
el Reglamento por el que se establecen las bases reguladoras para la concesion de
subvenciones destinadas a la financiacion de actuaciones a favor de la integracion
social de la poblacién de origen extranjero residente en Aragon.

Cabe también dar cuenta, sin perjuicio de su dimensién estrictamente interna
a la Administracién autonémica, de algunas normas relacionadas con la organiza-
cién administrativa (Reglamento de las Comisiones Técnicas de Calificacién, apro-
bado por Decreto 213/2007, de 4 de septiembre, y luego modificado por Decreto
266/2007, de 23 de octubre, en materia de actividades clasificadas; y creacién y
regulacién del Registro de Universidades, Centros y Ensefianzas de la Comuni-
dad Auténoma (Decreto 237/2007, de 18 de septiembre).

Actividad administrativa
Estructura administrativa. De resultas de las elecciones autonémicas, se ha

producido la I6gica reestructuracién del organigrama de la Administracién auto-
némica, operada en sus tres tipicas fases: primera, el Decreto de la Presidencia del
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Gobierno en el que se enuncian los Departamentos (Decreto de 6 de julio de 2007);
segunda, el Decreto gubernamental que desarrolla la estructura orgénica basica
afirmada por el presidente (Decreto 112/2007, de 10 de julio, enseguida modifi-
cado por el 189/2007, de 24 de julio); tercera, los Decretos singulares por los que
se aprueba la estructura orgdnica de los Departamentos que han sufrido algin tipo
de cambio (Presidencia del Gobierno: Decreto de la Presidencia de 4 de septiem-
bre de 2007; Vicepresidencia del Gobierno: Decreto 212/2007, de 4 de septiembre;
Presidencia: Decreto 224/2007, de 18 de septiembre; Obras Piblicas, Urbanismo y
Transportes: Decreto 296/2007, de 4 de diciembre; Medio Ambiente: Decreto 281/
2007, de 6 de noviembre; Politica Territorial, Justicia e Interior: Decreto 225/2007,
de 18 de septiembre, modificado por el 287/2007, de 20 de noviembre, para incor-
porarle la Direccién General de Administracién de Justicia; Servicios Sociales y
Familia: Decreto 15/2007, de 30 de enero, de modificacién del 252/2003, de 30 de
septiembre).

El nuevo Gobierno de Aragén tiene 11 Departamentos, 2 mds que en la ante-
rior leglslatura (Presidencia y Politica Territorial, Justicia e Interior), pero sélo 4
NUEvOoSs CONSEjeros, Como puede advertirse de la lectura de la ficha institucional.
Pese a mantener ¢l mismo ndmero de cargos, el PAR pierde representatividad
relativa en el nuevo Ejecutivo, debido al incremento de las carteras (4 miembros
del PAR cuentan con una representatividad del 31% sobre un total de 13), mien-
tras que ese mismo nimero de carteras implicaba un peso del 36% en la anterior
legislatura. El nuevo Gobierno autonémico aumenta la representatividad femeni-
na, aunque sin alcanzar la paridad (4 mujeres sobre un total de 13 miembros, nin-
guna de cllas del PAR, lo que implica una representatividad del 31%, mientras
que el anterior equipo de Gobierno tan sélo contaba con tres mujeres sobre un
total de once cargos, es decir, el 27%).

A lo largo de 2007, y en linca con las preocupaciones contemporineas sobre
la cuestidn, se ha creado un érgano de coordinacién intraadministrativa (Comi-
si6n Interdepartamental de Cambio Climético del Gobierno de Aragén). También
se ha modificado la composicién de la Comisién Delegada del Gobierno «Aragén
2008». Poco relevantes son, a la vista de los datos, los cambios orgénicos.

Empresas priblicas. En 2007 han visto la luz tres empresas puiblicas de la Comu-
nidad Auténoma («Suelo y Vivienda de Aragén, Equipamientos S.A.», «Sociedad
para el Desarrollo de Calamocha, S.A.» y «PLAZA Desarrollos Logisticos, S.L.»,
ademds de cambiar la adscripcién de la empresa «Pabell6n de Aragén S.A.» al
nuevo Departamento de Politica Territorial, Justicia e Interior. Asimismo, se ha
constituido la «Sociedad para la Promocién y Desarrollo Empresarial en Teruel
S.A.», participada por la estatal «<SEPI Desarrollo Empresarial», el Gobierno de
Aragén y las tres entidades financieras de mayor arraigo en la Comunidad (Caja
Rural, Ibercaja y CAI), con el dnimo de desarrollar espacios industriales de cali-
dad mediante la participacién minoritaria en el capital social inicial de Jas empre-
sas asentadas en PLATEA (Teruel), y otros espacios industriales recientemente
acondicionados en Alcafiz o Andorra.

Es premsamente en ¢l campo de las empresas publicas dondc se han produci-
do mis variaciones sustantivas, ya que la Comunidad Auténoma ha reducido su
participacién en la propiedad de la metaldrgica «Casting Ros, S.A.», en el seno
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de un proceso de enajenacién paulatina de esta empresa mixta autonémica-pri-
vada, apoyada en sus comienzos como iniciativa de recolocacién de mineros ce-
santes, asi como en la empresa (mixta autonémica- prlvada al 35%) «Bodega
Pirineos, S. A.», afectada por un proceso de concentracién del capital en manos
de «Bodegas Barbadillo».

Por otro lado, se ha ampliado la participacién autonémica en otras muchas
empresas: «Promocién del Aeropuerto de Zaragoza, S.A.» (mlxta autonGmica-
municipal), «Parque Temitico de los Pirineos, S. A.» (mixta autonémica- prlvada)
«Expoagua Zaragoza 2008, S.A.» (mixta piiblica, en la que el Ejecutivo autonémi-
co participa con un 15% de su accionariado) y «Savia Capital Inversién, S.A.U.»
(entidad financiera autonémica que, a su vez, ha absorbido las acciones que la
estatal «SEPI Desarrollo Empresarial, S.A.» posefa en la veterana y languide-
ciente «Sociedad para el Desarrollo Industrial de Aragén, S.A.»).

No obstante, el hito més relevante en el dmbito empresarial piblico viene cons-
tituido por la creacién de un holding piblico «Corporacién Empresarial Piiblica
de Aragén, S.L.U.», titular de todas las acciones y participaciones que tiene repar-
tidas la Administracién autonémica en una setentena de empresas mercantiles.
Este nuevo organismo, dotado de un capital social inicial de 400.000 euros, estd
encargado de coordinar y controlar el sector empresarial piblico, homogenei-
zando los sistemas de gestién de las empresas publicas y asesorando a las empre-
sas participadas. El futuro inmediato de la corporacién ha quedado, no obstante,
a expensas de la aprobacién de la correspondiente ley, debido a la insuficiencia de
rango del decreto para la cubrir la reorganizacién de algunas empresas publicas
con gran volumen de activos financieros. En dicha ley se habrin de contemplar
los mecanismos de informacién que esta corporacién deberd dar a las Cortes
autonémicas, un aspecto que también requiere una explicacién mis dilatada.

En efecto, tiltimamente se viene detectando una férrea resistencia del Gobierno
al control parlamentario, precisamente en el campo del sector ptblico empresarial.
PP y CHA solicitaron en las Cortes de Aragdn una comisién de investigacién
«sobre los contratos laborales y sobre los contratos de obras, de consultoria, de
suministros y asistencia y de servicios celebrados durante la presente Legislatura
por las entidades de derecho piblico, empresas publicas, fundaciones y consor-
cios de la Comunidad Auténoma», comisién que llegé a constituirse debido al
rechazo de la mayoria pallamentarla. La solicitud de comisién de investigacién
materializaba el tltimo episodio de una importante disputa parlamentaria sobre
el acceso a los datos de las empresas piblicas y entes similares que, como se ha
apuntado, han proliferado cn los ltimos afios, en sectores siempre relacionados
con el mercado inmobiliario ahora sumido en una patente crisis.

El caso es que también se conocian en 2007 sendos informes del Banco de Es-
pafia y del Tribunal de Cuentas, que bien podrian alarmar acerca de los peligros
de una hipertrofia en el sector empresarial piblico aragonés. El informe del
Banco de Espafa destacaba la deuda que acumulan las empresas ptiblicas creadas
por el Gobierno aragonés, deuda que alcanza ya la cifra récord de 204 millones
de curos, desde los 2 millones de euros en que se cifraba en 1995. Son las empre-
sas Aramén, Pla-Za, Suelo y Vivienda de Aragén, Platea y Walqa las que han asu-
mido los mayores compromisos financieros en 2007. Se trata de un nivel de
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endeudamiento ridiculo, en términos absolutos, frente al que presentan las entida-
des no regidas por el Derecho administrativo de otras comunidades, tales como la
catalana (4.200 millones de euros) y valenciana (1.700). Pero es un endeudamiento
ciertamente preocupante en la actual coyuntura financiera internacional, y en el
contexto del volumen histérico y actual de endeudamiento de la sola Adminis-
tracién autonémica, que ha pasado de 654 millones de curos en 1995 a los 1.128
actuales. En cualquier caso, el aumento del endeudamiento a través de las empre-
sas piiblicas no es sino otro sintoma del problema largamente denunciado sin
éxito por la oposicién en el parlamento autondémico, es decir, la falta de transpa-
rencia de estas sociedades que afecta tanto a sus procesos de licitacién como de
asuncién de personal.

Por si fuera poco, a las dificultades para el control del parlamento autonémi-
co se suma el escape puntual de algunas empresas ptiblicas al control del Tribunal
de Cuentas, cuyo Informe de fiscalizacién de 2002, hecho piblico en 2007, ad-
vertia que diez empresas dependientes de Administraciones piiblicas aragonesas
evadieron el control legal de sus cuentas. Si bien el informe trata indistintamente el
fenémeno de las empresas autonémicas y locales, los datos son igualmente cho-
cantes, en la medida en que en aquel ¢jercicio se superaba en la Comunidad el
umbral de 30 empresas publicas por millén de habitantes, con mds de la mitad de
las empresas publicas locales concentradas en la actividad inmobiliaria. El infor-
me destacaba, por tltimo, cémo los organismos auténomos dependientes de la
Administracién autonémica cuadruplicaron su presupuesto inicial durante 2002.

En general, y también en relacién con el fenémeno que se acaba de apuntar,
resulta notable el significativo aumento que viene experimentando la contrata-
cién de personal eventual, manifestado en un presupuesto para 2007 de 5 millo-
nes de euros, destinados a sufragar un centenar de puestos cuya designacién ha
sido criticada por la oposicién por su excesivo nimero y falta de transparencia
(los nombramientos no son publicados en el diario oficial), pero excusada por el
Ejecutivo en el incremento de competencias asumidas. El fenémeno se extiende
a la Administracién instrumental y el sector empresarial piblico, aunque su
mayor presencia tiene lugar en la presidencia, vicepresidencia y, sobre todo, en el
Departamento de Presidencia.

Comarcas y entidades locales

Mis alld de las elecciones locales, que se ha resefiado en su apartado especifi-
co, conviene dar cuenta del problema institucional acaecido como consecuencia de
la violenta muerte del alcalde de Fago (Huesca), Miguel Grima (PP). En un primer
momento, y dado que el municipio se rige por el sistema de «concejo abierto», se
plantearon dudas en torno al procedimiento a seguir para la eleccién del alcalde
interino hasta las elecciones de mayo, en particular sobre la aplicacién de la nor-
mativa autonémica de régimen local o la estatal de régimen electoral general. Las
dudas quedaron resueltas a favor de la aplicacién del procedimiento autonémi-
co. Frente a la prescripcién de la ley estatal de nombramiento de una junta ges-
tora por parte de la Diputacién Provincial, el procedimiento recogido en la nor-
mativa aragonesa dispone la designacién de un nuevo alcalde tras la oportuna
celebracién de la asamblea vecinal; subsidiariamente, el ofrecimiento de investi-



268 HI. LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

dura al teniente de alcalde; finalmente, el nombramiento por parte del partido de
adscripcién del alcalde ausente de un sustituto entre los vecinos censados en el
municipio, una treintena en este caso. Nétese, a titulo anecddtico, que el PP pro-
puso a un alcalde interino que posteriormente concurrié a las elecciones locales

bajo las siglas del PAR.

Politica de comunicacion

A mediados de 2007 se produjo el cambio en la Direccién General de la Cor-
poracién Aragonesa de Radio y Televisién, tomando el cargo Ramén Tejedor,
quien fuera presidente en funciones de la Comunidad Auténoma tras la dimisién
de José Marco en 1995. A diferencia de su predecesor, elegido por unanimidad, Te-
jedor fue desairado por los miembros del PP en el Consejo de Administracién de
la Corporacién, que se ausentaron de la votacidn tratando de exteriorizar el recha-
zo al pretendido intento del Gobierno de politizar el ente con su designacién, y vin-
culando su nombramiento con la intencién de financiar de forma extraordinaria al
Real Zaragoza S.A.D. a través de la compra de derechos de retransmisién. El nuevo
director anuncié los retos inmediatos de la Corporacién, cifrados en explorar todas
las posibilidades de Internet ante el apagén analdgico, estudiar la suscripcién de
acuerdos con otras televisiones autonémicas para retransmitir la programacién
aragonesa cn las comunidades limitrofes e iniciar los estudios tendentes a la pues-
ta en funcionamiento del segundo canal de televisién autonémico.

Politica econdmica y fiscal

En 2007 se ha puesto de manifiesto un relativo fracaso de la genuina politica
tributaria ambiental impulsada por el Ejecutivo desde 2006. La recaudacién anual
del impuesto sobre emisiones contaminantes no ha llegado al tercio de lo presu-
puestado (15 millones de curos), mientras que los ingresos por el impuesto de
grandes superficies comerciales (recurrido ante el Tribunal Constitucional por el
Gobierno central) apenas alcanzaron el 60% de los 4 millones previstos. A su vez,
se ha debido reducir urgentemente a la mitad la cuota tributaria anual del impuesto
que grava las estaciones de esqui, ante la recaudacion inferior a la presupuestada
(un millén de curos frente a los 1,7 millones previstos). A la vista de la ley autoné-
mica de presupuestos para 2008, cabe esperar la reiteracién de esta operacién, cali-
ficada por IU como «indulto fiscal» para el holding mixto «Aramén, S.A.».

Educacién

La Administracién educativa aragonesa emprendié en primavera el proceso
de seleccién masiva de los directores de unos 300 centros educativos, que con-
cluian su mandato al final del curso escolar 2006-2007. Tratindose de la primera
actuacién de estas caracteristicas en aplicacién de la reciente Ley Organica
2/2006, de 3 de mayo, de Educacion, la convocatoria suscité cierta polémica entre
el colectivo de directores afectados, debido a la decisién de organizar un nuevo
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concurso de méritos en lugar de prorrogar los mandatos, y al cambio de priorida-
des que establece la nueva normativa en favor de los candidatos de cada centro.

Por lo demis, el inicio del curso escolar 2007-2008 conté con dos novedades
de relieve: por un lado, la imparticién pacifica de la polémica asignatura de «edu-
cacién para la ciudadanfa» (a pesar del acatamiento resignado por la Confe-
deracién Espaiiola de Centros de Ensefianza, y ante las contundentes adverten-
cias para alumnos absentistas y los centros concertados reticentes de la titular de
educacién), a semejanza de Andalucia, Asturias, Cantabria, Catalufia, Extrema-
dura y Navarra; y, por otra parte, el inicio de la andadura del primer curriculo
aragonés en desarrollo de la Ley Orgénica de Educacidn, y que conllevé cambios
en las cargas lectivas de las asignaturas (consolidacién de las materias instrumen-
tales —matemadticas y lengua~ e impulso a los idiomas en detrimento de conoci-
miento del medio, artistica o educacién fisica).

Politica social

El fenémeno més notable de este afio ha sido el renqueante inicio de la aplica-
cién de la «Ley de la dependencia», afectado por los retrasos de definicién de
algunos extremos de la ley verificados a nivel estatal (reparto de la dotacién eco-
némica entre la administracién central y las autonémicas, cuantia y condiciones
de acceso a las prestaciones...). El emplco transitorio de formularios provisiona-
les, la descoordinacién inicial entre servicios sociales autonémicos, comarcales y
locales y la dilatacién de los procesos de contratacién de evaluadores y de valora-
cién de beneficiarios —debida a los aproximadamente 12.000 «grandes dependien-
tes» peticionarios de la Comunidad—, demoraron la provisién de ayudas hasta
finales del afio.

Asimismo, y en la linea de otras comunidades auténomas y al amparo del aval
que el Tribunal Constitucional viene dando a este tipo de medidas (STC 239/ 2002,
de 11 de diciembre), se han mejorado un afio mds las pensiones no contributivas
(Decreto 69/2007, de 8 de mayo, por el que se establecen ayudas sociales, de
cardcter extraordinario, a favor de los pensionistas por jubilacion e invalidez, en
sus modalidades no contributivas, y de los beneficiarios de pensiones asistenciales

y de enfermedad).

Medio ambiente

Se ha declarado, bajo la figura del Paisaje Protegido, el de «San Juan de la Pefia
y Monte Oroel», y se ha procedido a la ampliacién del ambito territorial de su pre-
decesor, el de Jos «Pinares de Rodeno». También ha visto la luz la aprobacién defi-
nitiva del Plan de Ordenacién de los Recursos Naturales de los Sotos y Galachos
del rio Ebro (Tramo Zaragoza-Escatr6n), asi como la modificacién del Plan de
Ordenacién de los Recursos Naturales de la Comarca del Moncayo, el Plan Rector
de Uso y Gestién y los limites del Parque Natural del Moncayo. Finalmente, la
Administracién General del Estado ha ampliado los medios personales y econé-
micos traspasados a la Comunidad Aut6noma en 2006 en materia de conservacién
de la naturaleza (Parque Nacional de Ordesa y Monte Perdido).
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Urbanismo y ordenacién del territorio

M3s alld de lo apuntado en relacién con la actividad legislativa en la materia,
cabe destacar la queja presentada por IU en las postrimerias de 2006, y que dio
lugar a la apertura de una investigacién por parte de la Comisién Europea sobre
el impacto de la presién urbanistica sobre la ordenacién y el crecimiento equili-
brado del territorio y el medio ambiente en Aragén, especialmente, en el Pirineo,
en el entorno de Zaragoza y en algunos municipios del sistema ibérico turolen-
se. A imagen de cuanto sucedi6 en el caso valenciano, resultante en el llamado
«Informe Fourtou» que censuraba la aplicacién abusiva de la normativa urbanis-
tica autondmica y sus repercusiones sobre los ciudadanos europeos, la Comisién
de Peticiones del Parlamento europeo designé una comisién de eurodiputados en-
cargados de desplazarse a Aragén para estudiar los problemas denunciados sobre
el terreno. Sélo en la capital y sus alrededores hay proyectadas 100.000 nuevas
viviendas, cifras que contrastan con las previsiones de crecimiento de la pobla-
cién, que no superan los 107.000 habitantes. Fruto de este crecimiento, en Ara-
gén se urbanizan diariamente unas dos hectareas de terreno, cifra nada desdefia-
ble en la coyuntura actual de desaceleracién del mercado inmobiliario.

Otro de los momentos més vibrantes en la vida institucional de ]a Comunidad
ha sido la escenificacién de la apuesta del Gobierno de Aragdn, y singularmente
de su vicepresidente, José Angel Biel, para lograr la implantacién del proyecto
«Gran Scala» en Los Monegros, un macrocomplejo de casinos y parques tem4ti-
cos promovido por el cirtel «International Leisure Development». A finales de
2007, el Gobierno anunciaba la iniciativa, la cual, de materializarse en sus térmi-
nos propuestos, supondrd una transformacién integral del territorio, dadas las
cifras de potenciales turistas y trabajadores que se manejan, asf como las dimen-
siones de las instalaciones y los retornos fiscales y econdémicos en general para la
Comunidad. Inmediatamente, el proyecto ha sido contestado desde sectores civi-
cos y parte de la oposicién parlamentaria (IU y, en menor medida, CHA), debi-
do al silencio gubernamental acerca de la concreta ubicacién del recinto, el papel
que los poderes puiblicos de la Comunidad estdn llamados a desempefiar en la
construccién y explotacién del proyecto, asi como al anuncio de la disposicién
del Gobierno a la aprobacién de una ley singular para regular las condiciones
urbanisticas y fiscales del complejo de juego y ocio «Gran Scala».

Cultura

Los hechos mds notables sucedidos en 2007, més all4 de los avances palpables
en las obras de la Exposicion Internacional de Zaragoza, se cifran en la inaugura-
cién de Ja Hospederia del Monasterio Nuevo de San Juan de la Pefia, integrada en
la Red de Hospederias de Aragén, y el inicio de las excavaciones oficiales en el
inmenso yacimiento celtibero amurallado de Valdeherrera (aproximadamente 40
hectéreas en las proximidades de Calatayud). Asimismo, ha concluido el proceso
de liquidacién de la «Fundacién Gran Teatro Fleta» mediante la aceptacién de los
bienes resultantes de la misma, si bien la operacién pactada entre el Gobierno de
Aragén y la SGAE para recuperar este coliseo estd hallando mds obsticulos de los
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previstos, debido a la oposicién a su derribo encabezada por la activa Asociacién
de Accién Piblica para la Defensa del Patrimonio Aragonés (APUDEPA).

Politica hidrdulica

Tal y como ya se ha expuesto, la avenida extraordinaria del Ebro fue mejor con-
trolada que la de 2003, gracias a una eficaz y elogiada movilizacién de fuerzas esta-
tales, autonémicas y locales orquestada por la Confederacién Hidrografica del
Ebro. Sigue estando sobre la mesa la reivindicacién de los municipios riberefios de
adoptar medidas concretas para minimizar los dafios en caso de riada. Las inunda-
ciones afectaron a 19.000 hectreas de cultivo, cifrindose los dafios en unos 12
millones de euros, comprometidos a partes iguales por el Estado y por el Gobierno
de Aragén y abonados con cierta demora (desde noviembre en adelante).

Asimismo, resulta destacable el primer paso dado para la plena explotacién
del embalse del Val, primer producto del Pacto del Agua pero infrautilizado desde
su finalizacién en 2002. Tras cinco afios de intentos, los municipios y las comu-
nidades de regantes beneficiarias de esta obra (que representan ca. 15.000 hectéreas
en las estribaciones zaragozanas y navarras del Moncayo) lograron alcanzar un
acuerdo para constituir la junta central de usuarios, aprobada definitivamente
por la Confederaciéon Hidrogrifica del Ebro. No obstante, ¢l Ministerio de Me-
dio Ambiente sigue teniendo pendiente la ejecucién de los proyectos previstos
en e] plan de restitucion por la construccién del embalse, como en algunos otros
casos. Por ejemplo, el retraso en la ejecucién de las mejoras prometidas para
Lechago, Luco de Jiloca y Navarrete (Teruel) en compensacién por la afeccién
del embalse de Lechago, cifradas en ca. 18 millones de euros, motivé la queja de
unos 350 vecinos de las citadas pedanias ante el Tribunal de Justicia de Aragén
quien, por cierto, se vio en el deber de remitirlas al Defensor del Pueblo debido
a la limitacién competencial de que adolece el ombudsman aragonés frente a la
actividad de la Administracién estatal.

En general, es el capitulo de las obras hidriulicas el que sigue generando cier-
ta desazén en todos los niveles institucionales y sociales de la Comunidad
Auténoma. Por una parte, en 2007 ha visto la luz la aprobacién definitiva del
proyecto del embalse de Mularroya, cuya finalizacién se prevé en 2015. Con una
capacidad de 103 Hm® y un presupuesto de aproximadamente 129 millones de
euros, este embalse es el tercer mayor pantano del manido Pacto del Agua, y sim-
boliza una demanda histérica de los valles del Jal6n y el Jiloca, a pesar de contar
con la oposicién de dos ayuntamientos —Morata y Savifidn— y de la Plataforma
Jalén Vivo. La construccién de esta presa tiene un futuro incierto, puesto que,
como ya se resefié en el Informe de 2005, una sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Aragén obligé a la Administracién autonémica a ampliar una ZEPA
incluyendo el vaso del embalse en su perimetro, ademds de hallarse pendiente de
resolucién la impugnacién ante la Audiencia Nacional del proyecto de embalse,
su declaracién de impacto ambiental y su posterior ad]udlcaaon También en
este caso, por cierto, pende la redaccién del plan de restitucién territorial para los
municipios de Morata de Jalon, La Almunia de Dofia Godina, Ricla y Chodes,
afectados por la construccién del embalse.
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Quizis la resolucién definitiva del llamado «caso Yesa» termine marcando el
devenir de las obras de regulacién en la Comunidad Auténoma: la absolucién
por el Tribunal Supremo de los ingenieros y altos cargos del Ministerio de Medio
Ambiente relacionados con el recrecimiento del embalse de Yesa y el rechazo del
recurso contencioso-administrativo interpuesto en 2001 ante la Audiencia Na-
cional por el Ayuntamiento de Artieda y la Asociacién Rio Aragén contra el
recrecimiento del mismo embalse, parece que levantan los tltimos obsticulos
remanentes para el desarrollo de los regadios en las Bardenas y el abastecimien-
to de Zaragoza con agua pirenaica. Una vez desechada la falta de justificacién del
proyecto, descartados los riesgos sismicos graves del mismo, avalada la evalua-
cién ambiental practicada y desestimadas las afecciones al trazado del Camino de
Santiago, parecen haber decaido los motivos por los que el Ministerio de Medio
Ambiente mantiene bloqueado el recrecimiento del embalse. Recuérdese que en
estos momentos se maneja un proyecto de recrecimiento a cota inferior a Ja ini-
cial (de 1.500 a 1.000 Hm?), tras el acuerdo arduamente alcanzado en 2004 en la
llamada Mesa del Agua de Aragén. Sin embargo, el Ministerio demora la trami-
tacién del modificado de proyecto desde hace un afio y medio, escudindose en
la necesidad de repetir la evaluacién ambiental practicada en 1999 para el pro-
yecto de ampliacion originario. En ese impasse, la aparicién en 2007 de un desli-
zamiento cn la ladera izquierda del embalse ha sido la excusa perfecta para la
decisién ministerial de reemprender la tramitacién administrativa del proyecto,
cuya finalizacién se hard esperar hasta la préxima legislatura.

Aunque la ministra Cristina Narbona se comprometid a la ejecucién de las prin-
cipales obras del Pacto del Agua con un cronograma preciso (recrecimiento de
Yesa en 2013, embalse de Biscarrués en 2011 y de San Salvador en 2012, balsas
del sistema de riegos del Alto Aragdn en 2014, actuaciones del Matarrafia en
2013, y embalse de Santolea en 2012), el bajo ritmo de ejecucién de las obras llegé
incluso a exasperar al consejero de Agricultura, Gonzalo Arguilé, quien virtié du-
ras criticas a la ministra durante una comparecencia ante la Comisién de Agri-
cultura de las Cortes de Aragdn, si bien se retracté puiblicamente al poco tiempo
por medio de una nota oficial emitida por ¢l Gobierno de Aragén. Como puede
apreciarse, la cuestién hidraulica es un auténtico filén de sentimientos y acaso
pasiones, como lo era en tiempos (y modos) del eximio Joaquin Costa.

Situacién de los partidos politicos

El informe de fiscalizacién del Tribunal de Cuentas sobre los estados conta-
bles de los partidos politicos con representacién parlamentaria en 2004 arrojaba
datos desconcertantes sobre la situacién financiera de las formaciones netamen-
te aragonesas, en particular, respecto a la considerable deuda por ellas acumula-
da -CHA adeudaba aproximadamente medio millén de curos y el PAR uno-, a
los defectos y lagunas contables relativas a las subvenciones percibidas en las cor-
poraciones locales y al caricter anénimo y gran volumen de aportaciones priva-
das individualizadas recibidas por el PAR (370.000 curos).

Ya en el contexto de 2007, el proceso electoral ha dado lugar a sendas crisis de
cierta relevancia, una como consecuencia de los comicios y otra como preludio a
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los mismos. En el primer caso, el serio revés electoral padecido por la CHA en
la provincia de Zaragoza ha abierto un profundo proceso de reflexién. En el
segundo, la exclusién de la candidatura al Ayuntamiento de Zaragoza de los con-
cejales populares que mds desgaste venian causando al actual alcalde Juan
Alberto Belloch provocé algunas tensiones en el PP aragonés, tensiones que fue-
ron resueltas con el aval de la Secretaria General del partido en Madrid a favor
del presidente provincial del PP zaragozano y primer concejal de la oposicién en
el Ayuntamiento de Zaragoza, Domingo Buesa. La vinculacién de los concejales
a la 6rbita del ex alcalde José Atarés, que encabeza el sector critico con la ¢jecu-
tiva regional presidida por el diputado autonémico y senador Gustavo Alcalde,
y las relaciones entre este sector y el PP de Huesca, resultaron en la marginacién
de este dltimo en los puestos directivos més relevantes del grupo parlamentario
popular, quedando relegados los diputados populares oscenses a responsabilida-
des de segundo nivel.

Por su parte, la crisis local del PP bilbilitano de la que se dio cuenta en el In2-
forme de 2006 se agudizé con el anuncio del cambio de candidato a la alcaldia de
Calatayud, y culminé con la baja como afiliado del concejal discolo José Antonio
Sanmiguel y su entrada en las filas del PAR de cara a las elecciones de mayo. El
arrastre por parte de Sanmiguel de varios alcaldes populares de la comarca exten-
di6 la crisis al PAR, cuya direccién local dimitié en pleno al sentirse desplazada
en la elaboracién de la lista electoral. No obstante, las posibles tensiones internas en
el PAR originadas por los movimientos de Boné para optar a la sucesién en el
liderazgo del partido fueron zanjadas con la aprobacién por unanimidad la doble
candidatura de Jos¢ Angel Biel a la presidencia autonémica y a la alcaldia de Za-
ragoza, y el nombramiento como secretario general y nimero dos de la forma-
cién del propio Boné.

Actividad del Tribunal Superior de Justicia de Aragén

El nimero de sentencias falladas por el Tribunal Superior de Justicia de Ara-
gén alo largo de 2007 y publicadas por el CENDOYJ supera el medio millar (9 de
casacién en materia de Derecho civil propio y 195 en el contencioso-administra-
tivo). En aras a la brevedad, sc procede a dar cuenta exclusivamente de los fallos
judiciales mas significativos por su exotismo o su caricter meditico.

En linea con el auto de medidas cautelares por el que se paralizaba el proyec-
to de remodelacién del estadio municipal de La Romareda, asunto que trascen-
dié el dmbito juridico convirtiéndose incluso en caballo de batalla electoral, cl
Juzgado de lo contencioso-administrativo anulé definitivamente el proyecto y el
consiguiente concurso de adjudicacién de las obras mediante el delicado meca-
nismo de la permuta de obra por solar municipal recalificado, operacién que su-
maba un importe superior a los 70 millones de euros y cuya ejecucién se prevefa
para un plazo de 24 meses.

El Tribunal Superior de Justicia se ha estrenado en su funcién casacional de
Derecho piblico, recogida en los articulos 72.2 y 107.2 de la Ley jurisdiccional
contencioso-administrativa, en su sentencia de 30 de marzo de 2007. Se trata de
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la primera resolucién de un recurso de casacién de interés de la ley seguido con-
tra la sentencia de 17 de febrero de 2006 del Juzgado de lo contencioso-adminis-
trativo nimero 3 de Zaragoza, a instancia del Gobierno de Aragén, que declara
errénea y gravemente dafiosa para el interés general la interpretacién de dicha
sentencia y fija doctrina legal acerca del articulo 34.1¢) de la Ley autonémica 11/
2005, de 28 de diciembre. En dicho precepto se autoriza la ampliacién en una
hora del limite de horario de cierre de establecimientos hosteleros «los viernes,
sabados y visperas de festivos», y el Tribunal interpreta tal inciso extendiendo su
eficacia exclusivamente a las noches de viernes a sabado, de sibado a domingo y
la noche entre la vispera de festivo y éste, quedando excluida la noche de jueves
a viernes, asi como 12 noche que transcurre desde el dia anterior al de la vispera
de festivo al propio dia vispera de festivo.

Mis all4 de su rol juzgador y ejecutor de lo juzgado, el Tribunal Superior de
Justicia ha tenido una intervencién digna de nota, por cuanto revela su delicada
posicién institucional frente a las Administraciones publicas cuya actividad con-
trola. El incidente tiene que ver el vertido téxico al rio Cinca practicado por
CAZSA, una gestora de residuos animales concesionaria de la Administracién
autondmica. El juez instructor de los autos penales acordd el precinto de las insta-
laciones y ordend la retirada de los lodos vertidos, pero ésta se demoraba en el tra-
fago de instancias, escritos ¢ informes entre los Servicios Provinciales del Gobierno
de Aragén y a la Confederacién Hidrogréfica del Ebro. El juez requeria al orga-
nismo de cuenca para que ofreciese pautas de limpieza a la empresa, pero dicho
organismo, pese a ostentar las competencias de proteccién del dominio publico
hidraulico, apelaba a su vez al 6rgano competente en materia de residuos de la
Administracién autonémica. Al final, ambas Administraciones achacaban su des-
coordinacién al érgano jurisdiccional y el vertido segufa sin ser retirado. En este
estado de cosas, el Tribunal Superior de Justicia se vio obligado a emitir un inu-
sual comunicado relatando los hechos, amparando los pasos dados por el juzga-
do competente y desmintiendo la existencia de secreto de sumario, en la que el
Gobierno aragonés se venia escudando para negar la informacién requerida por
la oposicidn en las Cortes de Aragén.



ACTIVIDAD INSTITUCIONAL

Composicién de la Asamblea Legislativa por Grupos Parlamentarios

Total diputados: 67
Composicién:
Partido Socialista Obrero Espasiol: 30
Partido Popular: 23
Chunta Aragonesista: 4
Partido Aragonés: 9
Izquierda Unida: 1
Composicién de la Mesa:
Presidente: Francisco Pina Cuenca (PSOE)
Vicepresidenta Primera: Maria Teresa Pérez Esteban (PSOE)
Vicepresidente Segundo: Miguel Angel Lafuente Belmonte (PP)
Secretaria Primera: Maria Herrero Herrero (PAR)
Secretaria Segunda: Ana Marfa Grande Oliva (PP)

Estructura del gobierno

Presidente: Marcelino Iglesias Ricou (PSOE)
Vicepresidente: José Angel Biel Rivera (PAR)
Consejeria de Presidencia: Javier Velasco Rodriguez (PSOE)

Consejeria de Politica Territorial, Justicia e Interior: Rogelio Silva Gayoso

(PAR)
Consejeria de Economia, Hacienda y Empleo: Alberto Larraz Vileta (PSOE)

Consejeria de Obras Piiblicas, Urbanismo y Transportes: Alfonso Vicente
Barra (PSOE)

Consejeria de Agricultura y Alimentacién: Gonzalo Arguilé Laguarta

(PSOE)
Consejeria de Salud y Consumo: Luisa Maria Noeno Ceamanos (PSOE)
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Consejeria de Industria, Comercio y Turismo: Arturo Aliaga Lépez (PAR)
Consejeria de Educacion, Cultura y Deporte: Eva Almunia Badia (PSOE)
Consejeria de Medio Ambiente: Alfredo Boné Pueyo (PAR)

Conscjeria de Ciencia, Tecnologia y Universidad: Maria Victoria Broto
Cosculluela (PSOE)

Consejeria de Servicios Sociales y Familia: Ana Maria Ferndndez Abadia

(PSOE).

Tipo de gobierno
Mayoritario de coalicién, apoyado por PSOE-PAR: 39 diputados

Composicién del gobierno

Coalicién PSOE (Presidencia y 8 Departamentos)-PAR (Vicepresidencia y 3
Departamentos)

Cambios en el gobierno

Ana Marfa Ferndndez Abadia relevé a Miguel Ferrer Gérriz como consejero
de Servicios Sociales y Familia, Marfa Victoria Broto Cosculluela relevé a Angela
Abés Ballarin como consejera de Ciencia, Tecnologia y Universidad, Javier
Velasco Rodriguez pasé de ocupar la titularidad del Departamento de Obras
Piblicas, Urbanismo y Transportes (encabezado hoy por Alfonso Vicente Barra)
para desempefiar su actual cargo de consejero de la Presidencia. Rogelio Silva
Gayoso estrend la titularidad del nuevo Departamento de Politica Territorial,
Justicia e Interior.

Investidura, mocién de censura y cuestién de confianza

No ha habido.

Mociones de reprobacién

No ha habido.

Resoluciones parlamentarias més importantes aprobadas

Proposicién no de ley niim. 1/07 sobre discriminacién existente en la aplica-
cién de las tarifas y servicios ferroviarios del AVE en Aragén.
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Proposicién no de ley ndm. 4/07 sobre la creacién de un plan de dinamiza-
cién del turismo industrial.

Proposicién no de ley niim. 6/07 relativa a la linea de ferrocarril convencio-
nal Canfranc-Sagunto.

Proposicién no de ley ntim. 9/07 relativa a la construccién de vivienda prote-
gida con criterios ambientales en Aragén.

Proposicién no de ley nim. 12/07 sobre el acropuerto de Huesca.

Proposicién no de ley nim. 16/07 relativa a la elaboracién de un informe
sobre las mujeres y la sociedad de la informacién en Aragén.

Proposicién no de ley niim 19/07 sobre el recrecimiento del embalse de Yesa.

Proposicién no de ley niim. 21/07 sobre la exclusién del vino de la futura ley
de prevencién del consumo de bebidas alcohélicas por menores.

Proposicién no de ley nim 35/07 sobre el establecimiento de un parque
publico de viviendas protegidas en alquiler para las personas jévenes.

Proposicién no de ley nim 41/07 sobre la agilizacién de los trimites necesa-
rios para la ejecucion del corredor ferroviario de altas prestaciones Cantébrico-
Mediterréneo.

Proposicién no de ley ndm. 47/07 sobre el apoyo al pueblo saharaui.

Proposicién no de ley niim. 35/07 sobre el establecimiento de un calendario
de trabajo para la asuncién por parte de Ja Comunidad Auténoma de Aragén de
la gestién y ejecucién de competencias en materia de agua y medio ambiente.

Proposicién no de ley niim. 44/07 sobre la creacién de un observatorio ara-
gonés de ]a salud de las mujeres.

Proposicién no de ley nim. 47/07 sobre garantia de compensacién econémi-
ca digna a los cargos electos de Jos municipios de menos de 5.000 habitantes.

Proposicién no de ley ndm. 49/07 sobre las ayudas y subvenciones concedi-
das a las organizaciones no lucrativas de accién social.

Proposicién no de ley nim. 57/07 sobre ¢l mantenimiento de los estudios de
medicina en la ciudad de Huesca.

Proposicién no de ley nim 93/07 sobre medidas de apoyo a la descentraliza-
ci6én universitaria.

Reformas del Reglamento parlamentario
Se ha emprendido la reforma del Reglamento de las Cortes de Aragén median-

te la creacién de una ponencia especial al efecto, por acuerdo de la Mesa y Junta de
Portavoces ratificado por el Pleno en sesién plenaria del 23 de noviembre de 2007.
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Normas interpretativas y supletorias del Reglamento parlamentario

Resolucién de Presidencia de las Cortes de Aragdn, de 14 de diciembre de
2007, sobre el control de los Decretos-Leyes.

Instituciones similares al Consejo Consultivo, Tribunal de Cuentas y Defen-
sor del Pueblo

Comisién Juridica Asesora del Gobierno de Aragén

En 2007 han sido publicados los casi 270 dictdmenes emitidos por este érga-
no consultivo a lo largo de 2006. La atencién de la Comisién Juridica Asesora ha
sido ocupada mayoritariamente por las reclamaciones de indemnizacién por res-
ponsabilidad patrimonial de la Administracién autonémica, sobre todo de la
derivada de la atencién sanitaria dispensada en centros de la red asistencial publi-
ca —también veterinaria—, de los dafios causados por especies cinegéticas a agri-
cultores y a conductores, por accidentes de tréfico derivados del estado de las
vias publicas, accidentes escolares y otros acaecidos en instalaciones publicas o
en e]P curso de actividades organizadas por la Administracién (campamentos),
ademads de algunos otros aislados (anulacién judicial de algunos actos adminis-
trativos, gastos originados en la defensa juridica ante el Tribunal Econémico-
Administrativo Regional de Aragén, otorgamiento de licencia de apertura de una
segunda farmacia en una localidad, orden de inmovilizacién cautelar de explota-
cién ganadera, cierre temporal de un tramo de carretera autonémica, actuacién
de un menor sujeto a la tutela de la Comunidad Auténoma y dafios sufridos por
una menor en situacién de acogimiento por la Administracién autonémica).

Por lo demds, este érgano ha intervenido en el curso de procedimientos de re-
solucién y modificacién contractual instados por Ayuntamientos, alteraciones de
planes generales urbanisticos, un recurso extraordinario de revisién acerca de una
sancién administrativa de escasa cuantia en materia de transportes y la revisién
de oficio de diversas resoluciones administrativas autondmicas o municipales
(destaca alguna incluso de 1991). De todas estas intervenciones cabe destacar el
dictamen acerca del Convenio transaccional suscrito entre el Gobierno autoné-
mico y el Ayuntamiento de Zaragoza, relativo a las propiedades publicas existen-
tes en la Plataforma Logfstica de Zaragoza y en el Parque Tecnolégico de Reciclado
Lépez Soriano. Finalmente, ]Ja Comisién ha dictaminado los proyectos de dispo-
siciones reglamentarias, alguno de los cuales no ha llegado todavia a ver la luz (el
Proyecto de Decreto por el que se establece ¢l régimen de precedencias de Auto-
ridades e Instituciones, Corporaciones y Organismos en la Comunidad Auténo-
ma de Aragén), asi como sendos Proyectos de Decreto Legislativo aprobados en
2006 en materia de comarcalizacién.

Cdmara de Cuentas

Continda el bloqueo de su constitucién, con la consiguiente sobrecarga del Tri-
bunal de Cuentas estatal a la hora de fiscalizar la actividad contractual de la Ad-
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ministracién autonémica y local. Tan es asf que el retraso acumulado por el Tri-
bunal de Cuentas en su andlisis queda patente por la publicacién en 2007 del
Informe de fiscalizacién de 2002, en el que se examinan 35 licitaciones autonémi-
cas escogidas al azar, por un valor total de 109 millones de curos, y con un resul-
tado poco halagiiefio: adjudicaciones irregulares de obras viarias (la carretera
Serraduy-Obarra, con incrementos del 130% sobre el precio de licitacién y del
24% en el plazo de ejecucién), el uso abusivo e injustificado de los modificados de
obras (la urbanizacién del barrio zaragozano de viviendas protegidas «Parque
Goya», con un 18% de sobrecoste) y la falta de imposicién de las preceptivas san-
ciones por demora.

El Justicia de Aragon

Informe Anual de 2006, 27 de marzo de 2007.

Informe Anual sobre la situacién de los menores en Aragén, 27 de marzo de
2007.

Informe Especial sobre la situacién de las residencias para personas mayores
en Aragdn, 1 de octubre de 2007.

Declaraciones institucionales

Declaracion de las Cortes de Aragon en el Dia Internacional para la eliminacion
de la violencia contra la Mujer, de 22 de noviembre de 2007. Con ella, las Cortes
de Aragén se suman a la iniciativa en el seno de la campaiia del Consejo de Europa
«Todos los Parlamentos del mundo unidos contra la Violencia Doméstica», en
cumplimiento del Estatuto, que ordena a los poderes ptiblicos aragoneses facilitar
la proteccién social de las victimas de la violencia e incluye entre las competencias
exclusivas de la Comunidad las politicas de igualdad social, con medidas de pre-
vencién y proteccién social ante todo tipo de violencia y, especialmente, la de gé-
nero.

Declaracién de las Cortes de Arvagon en el Acto de la Constitucion, de 4 de di-
ciembre de 2007, Tras el recuerdo de Gabriel Cisneros, uno de los sicte miembros
de la ponencia constitucional, de origen turiasonense y fallecido en verano de 2007,
las Cortes expresan su conmiseracién por los atentados de ETA en Francia, salu-
dan la aprobacién del Estatuto de Autonomia y auguran la reforma de su regla-
mento parlamentario con el dnimo de popularizar y dinamizar sus actividades.



